Carátula 


COMISIÓN ESPECIAL DE SEGURIDAD 
PÚBLICA Y CONVIVENCIA 


(Sesión celebrada el 6 de marzo de 2018). 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Son las 18:11). 


—De acuerdo con el artículo 151 del Reglamento de la Cámara de Senadores, corresponde 
designar presidente y vicepresidente de la comisión. 


SEÑOR BORDABERRY.- En este período la presidencia corresponde al Partido Nacional y sería el 
señor senador García quien se postula, por lo que lo propongo para ocupar ese cargo. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar la propuesta del señor senador Bordaberry en el sentido de 
designar al señor senador García presidente de la comisión. 


(Se vota). 
—6 en 7. Afirmativa. 
(Ocupa la presidencia el señor Javier García). 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 18:12). 
—Corresponde designar vicepresidente. 
SEÑORA PASSADA.- Proponemos al señor senador Michelini como vicepresidente de la comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta formulada en el sentido de que la vicepresidencia 
de la comisión sea ocupada por el señor senador Michelini. 


(Se vota). 

—6 en 7. Afirmativa. 

Vamos a hacer pasar a nuestros invitados. 

(Ingresan a sala las autoridades del Ministerio del Interior). 


—La comisión tiene el gusto de recibir al ministro del Interior, señor Eduardo Bonomi, quien 
vino acompañado por el subdirector de la Policía Nacional, comisario general retirado doctor Hugo de 
León; el director general de Secretaría, ingeniero Federico Laca; el director de Convivencia y seguridad 
ciudadana, sociólogo Gustavo Leal y el director de Unicom, procurador Fernando Gil. La convocatoria 
de esta tarde fue realizada a instancias del senador Bordaberry, quien a fines de noviembre solicitó 
recibir información sobre la posible vinculación con las FARC —Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia— de una persona que se habría desempeñado como funcionario de dicha cartera; también 
pidió conocer el parecer del ministerio en relación con la última encuesta sobre victimización realizada 
por el Instituto Nacional de Estadística. En principio, estos serían los motivos de la convocatoria, pero 
seguramente luego podrían plantearse otros temas. 


Si a la comisión le parece, le pediríamos al señor senador Bordaberry que hiciera una 
introducción sobre los temas planteados. 


SEÑOR BORDABERRY.- Antes que nada muchas gracias señor ministro, señores directores y señor 
subdirector de la Policía Nacional por acompañarnos en el día de hoy. 


Esta convocatoria, que fue planteada a finales del mes de noviembre —no se pudo realizar en 
diciembre y quedó para estos días—, tenía principalmente dos motivos. El primero de ellos tiene que ver 
con la información, que se hizo pública, en cuanto a que un integrante de las FARC, que figuraba en un 
listado de los Estados Unidos, estaba trabajando en el Instituto Nacional de Rehabilitación. Es decir, 
quien integraba un grupo terrorista en otro país estaba trabajando con presos en el Uruguay. También 
nos llamó un poco la atención que en alguna declaración televisiva el ministro dijera que no sabía, 
cuando lo contrataron, que era de las FARC. Obviamente, esta situación nos llamó poderosamente la 
atención porque si algo debemos tener es información de quienes están desarrollando tareas 
relacionadas con el terrorismo en otros países, pero quien más debe tenerla es el Ministerio del Interior, 
más precisamente cuando se trata de personas que trabajan en el Instituto Nacional de Rehabilitación, 
en las cárceles, con delincuentes, con gente que delinquió. Esa respuesta que dio el ministro en un 
programa televisivo de noticias, en cuanto a que desconocía si esta persona era integrante de las 
FARC, obviamente nos dejó a todos una sensación de nerviosismo, y de alguna manera nos sentimos 
huérfanos porque quien tiene que controlar estas cosas dijo que desconocía si era integrante de las 
FARC, lo cual era verdad; por la información que se conoció luego, se confirmó que era integrante de 
este grupo. Estoy hablando del señor Pablo Efraín Trejo Freire. Incluso, esta persona tuvo dos etapas 
en el Instituto Nacional de Rehabilitación. Cuando cambian las autoridades, se encuentran 
irregularidades en su trabajo, por ejemplo, en el manejo de horas y otras cosas. Sin embargo, pese a 
estos antecedentes y a que las nuevas autoridades señalan irregularidades, el ministerio lo confirma en 
ese trabajo, lo que es doblemente grave. Reitero: conociendo quién era y sabiendo que había incurrido 
en irregularidades, la cartera lo confirma. 


Nos gustaría saber qué conocimiento tenían el ministro y el ministerio de esta persona y sus 
antecedentes; qué hizo cuando detectó esa situación y cómo fue que un día esta persona despareció 
tan rápido del país. Cuando este tema comenzó a ser público, esta persona se tomó un avión, 
despareció y nunca más supimos de ella. Tal vez todavía esté; no lo habíamos detectado antes. 


Me gustaría saber, entonces, qué medidas se toman para evitar que personas con este tipo 
de antecedentes trabajen en el Ministerio del Interior, lugar donde están, nada más y nada menos, que 
los encargados de nuestra seguridad. Ese es el primer aspecto al que quería referirme. 


El segundo es un asunto que nos ocupa desde hace tiempo porque nos parece muy 
importante: la encuesta sobre niveles de victimización. Recordará el señor ministro que cuando hicimos 
aquella interpelación estuvimos hablando de la encuesta. En aquel entonces la última era del año 2011. 
Sabemos que en 2016 el Ministerio del Interior hizo un convenio para realizar una nueva encuesta en 
2017 a fin de poner al día esa información, después de seis años. Sin embargo, a diferencia de la 
anterior, esa encuesta no se ha hecho pública. Estos estudios son muy importantes porque, entre 
otras cosas, muestran el porcentaje de la no denuncia —en este sentido, todos sospechamos que sube 
o, por lo menos, que es muy grande- y la importancia que tiene el problema de la inseguridad para los 
ciudadanos. Pero eso era en noviembre del año pasado. Desde ese momento hasta ahora corrió 
mucha agua bajo el puente. Uno de los aspectos que quiero destacar es cómo se ha disparado la cifra 
de homicidios. Se registtan nuevamente los valores de 2012, cuando estuvimos cerca de los 
trescientos homicidios en el año. Y ahora, si continúa la tendencia que viene registrándose desde 
principio de año, por primera vez en la historia vamos a superar los trescientos homicidios. 
Obviamente, esa cifra es disparatada para el Uruguay y para cualquier país más o menos sensato. No 
sé si el señor presidente y el señor ministro escucharon el mensaje que transmitió el presidente Macri 
cuando comenzaron las sesiones parlamentarias en Argentina. Allí los homicidios bajaron un veinte por 
ciento. ¡Y vaya si Argentina tiene problemas serios! Tiene problemas similares a los nuestros y, sin 
embargo, ese delito bajó un 20 %, pero acá superamos récords. Entonces, obviamente, esa es una 
preocupación que tenemos. 


Es más, hoy estamos en trescientos homicidios al año porque si tomamos el acumulado al 
mes de marzo, ya alcanzamos esa cifra. Es muchísimo. Repito: es muchísimo. El homicidio es, por 
lejos, el delito más confiable desde el punto de vista estadístico porque se denuncian siempre; 
sabemos que con los hurtos y las rapiñas no es tan así. Además, a veces las rapiñas se cofunden con 
los hurtos, por lo que tenemos que esperar a que se decante la información. En cambio, el homicidio es 
el delito centinela porque sabemos que en la estadística no existe la no denuncia ni la sobredenuncia. 


Incluso el ministerio, que en algún momento objetaba la actividad de alguna fundación privada, hoy 
coincide con ella en cuanto al aumento de los homicidios. 


Pero no se trata solamente de este tipo de delitos. También quiero destacar los robos a los 
locales de cobranzas. Ayer se registró uno aquí cerquita, en el Nuevocentro Shopping. A su vez, hay 
que resaltar la voladura de los cajeros y el robo de 41 vehículos por día. ¡41 vehículos por día! ¡15.000 
al año! También es de hacer notar el asalto al casino y esa cosa tan curiosa de los mexicanos que 
alquilaron una camioneta tan chica que no entraban los catorce y tuvieron que sacar los asientos; 
fueron a robar una joyería con una maceta; llegaron al Uruguay y se alojaron utilizando su nombre, 
cédula y documentación en varios hoteles, uno de ellos ubicado frente a la comisaría de Maldonado. 
Son cosas que a uno le llaman la atención. 


Por otro lado, no es que esté fracasando el Programa de Alta Dedicación Operacional — 
PADO-, pero ahí, en Casavalle, donde está funcionando, se registra el porcentaje más alto de 
asesinatos. Y ni hablar de otras cosas. Acá está la señora senadora Aviaga que estoy seguro de que 
nos está acompañando, pese a no integrar la comisión, porque está preocupada porque en Lavalleja, 
su departamento, hay una guerra declarada entre bandas, matándose en el carnaval. 


Y hay un dato que realmente nos preocupa, que es el retroceso en la tasa de 
esclarecimientos de los homicidios. En el 2017 el señor ministro nos decía que la Policía uruguaya 
estaba muy bien —la comparaba con el FBI y con la Policía de Inglaterra—, pero resulta que a pesar de 
que dijo que casi el 60 % de los homicidios se esclarecían, ahora resulta que, según los datos, el 50 % 
no se esclarece. Esto representa, en 2017, 140 homicidios sin esclarecer; ya no son hurtos, son 
homicidios no resueltos. Se trata del porcentaje más alto de los últimos siete años y uno se pregunta si 
la clausura o los cambios en la dirección de investigaciones no tienen algo que ver, porque antes se 
esclarecían más homicidios que los que se esclarecen hoy. 


Obviamente, son muchas las preguntas, a las que se suman un par de cosas más que nos 
gustaría conocer. Y ahí, si el señor ministro entiende que hay que suspender la toma de la versión 
taquigráfica para hablar de esto —porque se trata de información reservada— podemos hacerlo. 


El señor ministro sabe lo que sucedió con los rusos en la embajada de Argentina, ¿no? 
Resulta que había unos en la embajada rusa en Argentina que estaban contrabandeando droga, y un 
«señor K», —no de Kirchner, sino de Kovalchuk; Kirchner tiene problemas con la Justicia y Kovalchuk 
tiene problemas con la droga— había venido al Uruguay más de una vez. Entonces —supongo que el 
ministerio que debe haber seguido estos temas—, ¿qué puede decirnos de esto, porque nos parece 
importante? 


Por último, el señor ministro recordará la preocupación que tenemos por dos temas: el 
nepotismo y los barrabravas del fútbol. Recordará aquella interpelación en la cual nos dijo que había un 
barrabrava que estaba vinculado a unas listas de los partidos tradicionales y que el señor senador 
Lacalle Pou le dijo que mencionara el nombre. Yo en ese momento pensé «¿Quién será ese?», porque 
uno no controla a todos los que van en la lista, y más allá atrás ¡vaya uno a saber quién se metió! Ahí 
nos enteramos de que era Jorgito, Jorge Rivero, que por suerte no figuraba en una lista mía dentro del 
partido, sino en una lista municipal en Paso Carrasco con otro sector del partido. Pero, bueno: igual 
todos nos sorprendimos. Y esta semana nos enteramos de que Jorgito anduvo en el grupo político del 
señor ministro, con los señores de las máquinas tragamonedas, que es muy amigo de su esposa, la 
señora representante Pereyra, y que les hacía de nexo con su grupo político. Incluso, hay una foto de 
los de los tragamonedas, que es una actividad ilícita según el Poder Ejecutivo, cenando con usted. 
Obviamente, nos gustaría que nos aclarara si este señor Jorgito Rivero, que parece que estaba 
frecuentando los despachos de diputados de su partido y de su señora, efectivamente era nexo con 
quienes realizan una tarea ilegal según la Presidencia de la república y el Ministerio de Economía y 
Finanzas, porque es grave que un ministro esté en esto. El señor ministro recordará que a nosotros ya 
nos llamaba la atención que Jorgito tuviera aquel vínculo por el que dejaba entrar gente a los partidos y 
ese tipo de cosas, que no consideramos adecuado. 


Otro tema es el nepotismo. En aquel entonces planteamos el caso de un director, el señor 
Anzalone, que había nombrado a su hermana con un título de psicóloga y a su sobrino —hijo de su 
hermana-— y señalamos que el título era equivocado y que no podía seguir en el ministerio. A eso usted 
manifestó que iba a esperar a que la situación se resolviera. Finalmente el caso se resolvió: la persona 
no tenía título y antes de que la removieran de su cargo terminó renunciando. 


No obstante ello, nos han llegado algunos otros datos como el de personas en Maldonado, 
del Instituto Nacional de Rehabilitación. Concretamente me refiero a su hijastro y a la mujer de este 
que han ingresado allá. Quiero aclarar que no es ilegal y, en este sentido, hemos presentado un 
proyecto de ley justamente para que lo sea. De todas formas nos gustaría saber si esto es así y se nos 
confirme esa información. 


También está el caso de dos hermanos, de apellido Giaretto —uno está a cargo de los 
helicópteros y otro trabaja en la seguridad presidencial- que, según información de que dispongo son 
hijastros del señor subsecretario —si estuviera aquí se lo preguntaríamos—, por lo que, de ser posible, 
quisiera confirmarla. 


Como podrá advertir el señor ministro, la lista de preguntas es bastante extensa, por lo que 
esperamos poder tener un buen día de trabajo. 


Nuevamente agradezco la presencia del señor ministro y de sus asesores en este ámbito. 


SEÑORA PASSADA.- Simplemente, para ordenarnos, me gustaría saber cuál es el origen de la 
convocatoria a la comisión del día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El motivo de la comparecencia ya fue leído al comienzo de la sesión pero lo 
volvemos a hacer. 


«Recibir información relacionada con la posible vinculación de una persona que se habría 
desempeñado como funcionario de dicha cartera con las FARC, Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia. Asimismo la Comisión ha solicitado conocer su parecer en relación con la última encuesta 
sobre victimización realizada por el Instituto Nacional de Estadísticas». 


SEÑORA PASSADA.- O sea que nos referiremos a los temas que fueron motivo de convocatoria a la 
comisión. Es una pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a responder yo más allá de que luego lo hagan los demás integrantes de 
la comisión. 


Estos son los temas solicitados. Ahora bien, dada la larga historia que tenemos todos 
quienes estamos aquí —esto sucede en cualquier comisión del Parlamento—, sabemos que la 
comparecencia de un ministro sirve para tratar los temas planteados y los que puedan surgir, más 
cuando hay una distancia tan grande entre la convocatoria y su concreción. Históricamente en el 
Parlamento ha sido así. 


Como dije al comienzo: en principio estos eran los temas de la convocatoria pero, 
obviamente, todos los señores senadores tienen la posibilidad de preguntar y el señor ministro 
contestará lo que considere oportuno. 


SEÑOR MICHELINI.- Con más razón, si se van a plantear temas nuevos, la convocatoria debió 
ampliarse. 


SEÑORA PASSADA..- Exacto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La convocatoria es de noviembre y estamos en marzo; el mundo transcurre y 
el país también. 


SEÑOR MICHELINI.- Por eso digo que debió ampliarse. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Bueno, pero se está haciendo en el momento. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si el señor ministro quiere responder solo los dos primeros puntos está en su 
derecho y si quiere decir que de los otros temas no dispone de la información suficiente y desea 
responder en otro momento, lo citaremos nuevamente. Si siguieron la ¡lación de lo que fui diciendo 
habrán advertido que esta reunión se pidió en noviembre y se dieron los fundamentos 


correspondientes. Además expresé que, como no se pudo concretar en el mes de diciembre, de 
noviembre hasta ahora corrió mucha agua bajo el puente. Obviamente que son todos temas públicos 
sobre los que el señor ministro ha hecho declaraciones. Me refiero a la cantidad de homicidios, al 
aumento de los delitos y, en ese sentido, se ha referido al Código del Proceso Penal, entre otras cosas. 


Obviamente que ante el derecho de preguntar está el derecho de responder o no. No es mi 
intención armar lío alguno; si no quiere contestar no contesta y no hay problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es común que cuando los ministros concurren a las comisiones aprovechen 
para plantear temas que no están en la convocatoria y los miembros de la comisión escuchamos. 
Entonces, el mismo derecho tiene un senador para plantear temas que no están en el origen de la 
citación. De todas maneras, el señor ministro decidirá si contesta o no. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias. 


En principio voy a responder las dos preguntas motivo de la convocatoria que efectivamente 
se realizó a fines del año pasado. Recuerdo que me propusieron una fecha en diciembre y dije que no 
podía. Propuse uno o dos días después que coincidían con el inicio del receso y no sé si el señor 
senador Bordaberry o su secretaria me respondió que fuera el 6 de marzo. Y así fue. 


Después veré qué puedo decir acerca de las otras preguntas planteadas. Creo que tengo 
elementos para responder, más allá de que son temas que no he estudiado, no tengo los detalles y no 
están suficientemente preparados. De todas maneras, reitero, trataré de responder. 


La primera aclaración que deseo hacer es que la contratación del señor Pablo Trejo Freire es 
por parte del Ministerio de Educación y Cultura y no del Ministerio del Interior. 


Por otro lado, según la documentación que tenemos no integraba las FARC. Tengo en mis 
manos un pronunciamiento de la fiscalía de Colombia —no voy a leerlo todo porque es muy extenso— 
que dice: Ciertamente, tal como lo anota el señor representante del ministerio público en las presentes 
diligencias, si bien es cierto que existe un informe investigativo prueba testimonial y documental, que 
analizadas en su conjunto una vez vencido el término de indagación preliminar previsto en el artículo 
25 del Código del Proceso no nos permite inferir que se den los presupuestos legales para proferir 
resolución de apertura de instrucción toda vez que en la publicación de la revista en referencia solo se 
mencionan intervenciones en la República del Perú del ahora imputado a nombre de las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias, FARC, sin que se hubiese logrado demostrar probatoriamente este evento, 
aceptando eso de parte del señor Pablo Trejo Freire que viajó en una oportunidad a ese país. 


Después menciona como poco creíble las acusaciones y termina en que se inhibe de abrir 
investigación penal en contra del señor Efraín Pablo Trejo Freire, por las razones expuestas. 


Luego, cuando todo esto tomó estado público —tal como dice el señor senador Bordaberry— 
volvemos a consultar y la Policía nacional de Colombia nos informa que no tiene asuntos pendientes 
con las autoridades judiciales. 


Esto es para aclarar la afirmación de que integraba las FARC; para nosotros no las integraba, 
era refugiado en el país y como tal trabajó en la UTU. En determinado momento —hicimos un 
comunicado-— el Ministerio de Educación y Cultura lo contrata  —primero en 2013 para desarrollar 
tareas en el ministerio—- para cumplir tareas docentes en la Cárcel de Punta de Rieles. Las personas 
que están ahí ostentan el nivel más bajo de reincidencia y el cien por ciento de ocupación en tareas 
educativas o laborales, muchas de las cuales se hacen en combinación con el Ministerio de Educación 
y Cultura y con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. El MEC lo destinó a la creación de una 
radio comunitaria gestionada por personas privadas de libertad a través del denominado taller Usinas 
Culturales, en el que se llevan a cabo diversas actividades culturales y recreativas. 


Después de un año, vencen las horas docentes y esta persona sigue trabajando 
voluntariamente. En determinado momento, el Ministerio del Interior contrata horas docentes para que 
termine el trabajo, cosa que hace presentando, en la sala Zitarrosa, un disco realizado por las personas 
privadas de libertad, el 31 de marzo de 2017, fecha en que abandona el trabajo. Por lo tanto, cuando 
todo esto toma estado público, él ya no estaba en el Ministerio del Interior ni en el de Educación y 
Cultura. Entonces, no es de extrañar que no esté cuando la prensa publica toda esa información que 
no es cierta. Esa es la situación. 


El MEC lo contrata porque entiende que cuenta con capacidad suficiente para el trabajo que 
iba a desarrollar. Comienza su trabajo y cuando vence el contrato, el trabajo sigue pendiente: una parte 
la realiza en forma honoraria y voluntaria y, por otro lado, el Ministerio del Interior le paga las horas 
docentes. Después de un tiempo, termina su trabajo. Esa es la situación. Toda la información que 
brindamos fue la que nos suministró Colombia, cuando se lo solicitamos. A raíz de todo lo que se 
estaba diciendo, el 30 de noviembre sacamos un comunicado sobre el caso. 


Con respecto al tema de la encuesta, debemos informar que hablamos con dos instituciones: 
el Instituto Nacional de Estadística -INE— y el Banco Interamericano de Desarrollo —-BID—, a las que 
planteamos lo que pensábamos hacer. El BID nos recomendó que lo hiciéramos en la línea de otros 
trabajos que se hicieron en la región, a través de un único formulario, para poder compararlos 
efectivamente. Se nos habló de un trabajo que se llevó a cabo en México que, según ellos, era el más 
rico en ese sentido. Efectivamente, tomamos el sistema de trabajo utilizado por México. Después, 
también lo hizo Argentina y con el mismo formulario, aclaro esto por algo que voy a mencionar a 
continuación. 


Cuando Argentina hizo la presentación, anuló algunas de las preguntas. En cambio nosotros, 
trabajamos con todas las preguntas, como nos lo sugirió México y el BID. Luego, para realizar la 
comparación con Argentina, sacamos las preguntas que no tuvo en cuenta. Cuando lo comparamos 
con los demás países que son México, Canadá y Colombia, lo hacemos con el mismo tipo de 
preguntas. 


Esto sería una especie de introducción. Me gustaría que el sociólogo Gustavo Leal, que fue 
quien trabajó con el INE y con el BID, plantee en líneas generales el trabajo, ya que aún no está 
terminado. 


SEÑOR LEAL.- Buenas tardes. 


En nuestro país la Encuesta Nacional de Victimización toma como referencia un formulario 
que fue abordado por el Banco Interamericano de Desarrollo. Este organismo constató que existen 
muchas dificultades para que las estadísticas puedan ser comparables debido a las diferentes formas 
de registrar los delitos y de analizar la información. Ese banco tienen una unidad que trabaja en 
distintos países para promover a lo largo de toda América Latina un mecanismo de consulta, que es la 
llamada Encuesta Nacional de Victimización. Durante casi un año y medio estuvieron trabajando en el 
armado de consultas regionales con la finalidad de tener un formulario único que pudiera aplicarse en 
toda la región. En el caso de Uruguay el antecedente que había en esta materia era una encuesta 
realizada por la empresa Equipos Mori en el año 2011, con un formulario totalmente diferente y, por 
tanto, los puntos de comparación son bastante escasos. Eso le pasó, justamente, al Banco 
Interamericano de Desarrollo cuando pidió a distintos países sus estudios de victimización y 
comparaba ítems que no eran muy comparables. Por lo tanto, se está intentando llegar a un nivel de 
comparación; no se ha logrado demasiado porque no todos los países han impulsado este mecanismo, 
en parte porque es un formulario muy complejo y, además, porque el mecanismo de registro de los 
delitos en los distintos países no es homogéneo, principalmente porque hay países que tienen policías 
nacionales, otros, policías federales, y otros, municipales. Entonces, los registros de algunos tipos de 
infracciones no son tomados de igual forma y no es demasiado sencillo tener un solo formulario. 


Este formulario se aplicó por primera vez en México —país pionero en el desarrollo de ese 
instrumento—, y en el Uruguay lo aplicamos mediante un acuerdo que se hizo con el Instituto Nacional 
de Estadística, en un relevamiento realizado entre abril y julio del año 2017, que refería y consultaba 
sobre situaciones del año anterior, es decir, del 2016. Allí se relevaron las situaciones en las cuales las 
personas habían sido victimizadas, y hay que aclarar la diferencia de conceptos que hay entre «delito», 
«víctima» y «victimización». La muestra que se utilizó para este estudio es bastante grande 
proveniente de localidades de más de 1.000 habitantes, con cobertura nacional y con una apertura en 
el área metropolitana, que permite zonificar algunas variables —no todas-; quienes conocen algo de 
estadística, saben que cuando los formularios son muy complejos y largos no se puede subdividir 
mucho el universo porque la muestra se amplía demasiado y todo termina siendo muy complejo. 


Este relevamiento fue llevado adelante por el Instituto Nacional de Estadística y, básicamente, 
el formulario donde figura la información preliminar que voy a presentar tiene varios componentes: la 
percepción sobre temas de seguridad, el desempeño institucional —que hace foco en la actuación de la 
policía— y la prevalencia y la incidencia de las situaciones que han cobrado víctimas. Esa prevalencia y 
esa incidencia, repito, tienen que ver con la declaración de situaciones en las que las personas se han 


visto involucradas y que no necesariamente implican delitos. Más adelante vamos a aclarar esa 
diferencia. 


Básicamente, con respecto al trabajo en su primer componente, que tiene que ver con los 
temas de percepción, podemos decir que se relevó la información entre el mes de abril y el mes de julio 
de 2017 con referencia a la opinión correspondiente al año 2016. El objetivo para que esto pueda ser 
comparable es contar con una serie larga para este tipo de estudio —este es el primero— y la idea es 
hacerlo cada dos o tres años, a fin de armar una serie que permita comparar en el tiempo. En realidad, 
todavía no hay ningún país que tenga una serie acumulada con este formulario y, por lo tanto, será en 
los próximos años que se logrará esa acumulación, en la medida en que este tipo de estudios se sigan 
haciendo; como dije, es importante poder mantener una línea de tiempo. 


Con respecto al primer tema que tiene que ver con la percepción, el estudio de 2017 que 
refiere a 2016 muestra que a nivel nacional los temas que más preocupan a la ciudadanía son la 
inseguridad, con un 21,6 %; la educación, con un 17,6 % y el desempleo, con un 15,1 %. Repito que 
esos resultados son de todo el país, pero cuando analizamos esta información con respecto a los 
distintos universos, vemos que en todo el interior del país, con excepción de Canelones, el principal 
tema de preocupación no es la inseguridad, sino el desempleo. Esto coincide con otros estudios de 
opiniones de trazo largo que han realizado consultoras privadas. A nivel de los departamentos de 
Canelones y Montevideo, en este último el tema de la inseguridad y el de la educación están casi 1 a 1, 
ya que los resultados dieron un 23,6 % y 22,8 % respectivamente. En Canelones los temas principales 
de preocupación son la inseguridad, la falta de castigo a las personas que cometen delitos y la 
educación. Cuando vemos lo relativo a la percepción de los temas que más preocupan en Montevideo, 
en Cada una de las zonas operacionales de la Jefatura de Montevideo, se observa claramente que el 
tema inseguridad está en primer lugar y en los promedios a veces no se distinguen las variaciones. No 
obstante, cuando se analiza por subuniverso, se ve con claridad que en las zonas 1 y 2 el tema de más 
preocupación es la educación y no la inseguridad. Por su parte, en las zonas 3 y 4 la inseguridad 
ocupa el primer lugar. Eso tiene que ver con la georreferenciación de los hurtos y las rapiñas. En 
general, hay que tener en cuenta que en Uruguay el 94 % o 95 % de las rapiñas se concentran en 
Montevideo y en Canelones. A su vez, en Montevideo ese delito tiene una distribución geográfica que 
no es homogénea, al igual que ocurre con los hurtos. La información sirve como para armar un puzle 
de cuáles son los temas de interés por área geográfica. Como dije, en promedio, el tema de la 
inseguridad en Canelones era el que más preocupaba, pero cuando uno lo distribuye por zonas 
operacionales no siempre aparece en primer lugar y la educación ocupa un lugar importante en ese 
departamento. 


Esta es una presentación muy somera de un estudio cuya base de datos tiene 8.500 
variables —y el senador Mieres que es sociólogo se dará cuenta lo que esto quiere decir—, por lo que se 
trata de un estudio muy complicado y complejo de procesar. El trabajo de campo se hizo en el mes de 
julio, llevó un proceso de corrección, de testeo —que el INE realiza de forma muy rigurosa en cada 
estudio-, de chequeos, etcétera, lo que hace que el trabajo de análisis insuma bastante 
tiempo. 


Se les preguntó a las personas qué percepción tenían sobre la delincuencia en el barrio en el 
que vivían, es decir, qué sensación de seguridad o inseguridad tenían a nivel de su barrio. Podemos 
decir que la preocupación a nivel nacional en los temas de inseguridad —aclaro que en esta encuesta 
se entrevistó a 7.500 personas aproximadamente— aparecía en un 22 %, pero cuando se le 
preguntaba a las personas concretamente cuán seguro o inseguro era el barrio en el que vivían, ese 
porcentaje variaba de forma bastante importante. A nivel nacional se observa que un 62 % de las 
personas dijeron que su barrio era muy seguro o seguro, pero luego lo distribuimos por zonas. El 
análisis lo haré mencionando el número global para luego ir a los distintos grupos para que se vea la 
diferencia. A nivel de Montevideo, un 53 % de las personas declararon que era muy seguro o seguro el 
barrio en el que vivían; en Canelones un 59 % de las personas dijeron que era muy seguro o seguro el 
barrio donde vivían, y en el resto de los departamentos ese porcentaje alcanzó el 72 %, aunque en el 
global es de un 62 %. En lo global un 33,7 % de las personas dijeron que el barrio en el que vivían era 
inseguro y un 4, 7 % que era muy inseguro. En Montevideo hay un 6,5 % que dice que su barrio es 
muy inseguro, en Canelones ese porcentaje es del 5 %; en el resto del país es un 2,7 % y en el global 
de un 4,7 %. No los quiero aburrir con números, pero tenemos algunas percepciones sobre seguridad 
para mencionar. Como dije, en Montevideo y Canelones se abrieron algunas variables, sobre todo de 
opinión, por cada una de las zonas operacionales de jefatura. Para que tengan una idea, en la zona 1 
de Montevideo, que abarca las seccionales 1? a 7?, un 65 % de los encuestados dijeron que su barrio 
era muy seguro o seguro y fue así sucesivamente en un cuadro donde el promedio de Montevideo es 
del 53 %. 


Con respecto a los datos en la encuesta no solo se pregunta sobre el barrio sino sobre 
determinadas situaciones y había una cantidad de escenarios sobre los que se le pregunta a la gente si 
se sentía segura o insegura. Por ejemplo, se preguntó a la persona si se siente insegura en el 
shopping, en su casa, en un Uber o similar, en el taxi, en el centro educativo, en el trabajo, en una 
carretera, en un camino, en su auto particular, en el banco, en el supermercado, en el almacén, en el 
ómnibus, en plazas o parques y en la calle. La información recibida a nivel nacional mostró que la 
mayor preocupación o sentimiento de inseguridad de las personas básicamente se da en los espacios 
públicos, es decir, se concentra, sobre todo, en los parques, en las plazas y en las calles y, en alguna 
medida, en el transporte público. 


Por otro lado, hay lugares donde los niveles en cuanto a la sensación de seguridad son muy 
altos. Para que tengan una idea, con relación a la delincuencia, se preguntó si se sentían seguros en 
su casa y, en términos globales, un 83 % dijo que sí, que se sentían muy seguros o seguros en su 
casa. Sin embargo, esa percepción de temor con respecto a lo que le pueda pasar en la calle es 
mucho mayor. 


Esto es bastante coincidente con otros estudios realizados en la región donde el espacio 
público es el lugar en el que la gente siente mayor temor o preocupación. Por esa razón el trabajo 
policial se tiene que concentrar en los espacios públicos con la intensificación del patrullaje, a los 
efectos de generar así un conjunto de condiciones por las que la gente se sienta más protegida. 


De acuerdo con este formulario, también se preguntó a las personas qué cosas habían dejado 
de hacer en el año 2016 por temor a ser víctimas de algún delito. 


El formulario es muy extenso, ya que plantea 22 situaciones o escenarios. Se le pregunta a la 
persona, por ejemplo, si dejó de ir al centro educativo por temor a ser víctima de un delito, si dejó de 
viajar, de frecuentar el shopping, de tomar el ómnibus, de salir a comer, de tomar taxis, de ir al cine, 
etcétera —no quiero aburrir a los señores senadores con el listado—, desde el punto de vista estadístico 
más significativo, las acciones que las personas aseguraron que dejaron de hacer en 2016 por temor a 
sufrir algún delito, fueron: no permitir que menores de edad salieran solos; no manejar con las 
ventanas abiertas, no llevar dinero en efectivo, no dejar objetos visibles en el auto y no transitar en 
determinadas horas por algunas zonas de la ciudad. Es decir que el tipo de cosas que las personas 
dicen haber dejado de hacer por temor a ser víctimas tiene que ver con un conjunto de situaciones que 
de alguna manera están vinculadas a precauciones básicas que eventualmente los ciudadanos toman 
para autoprotegerse. Por ejemplo, repito, no dejar cosas dentro del auto a la vista, no manejar con la 
ventana abierta, no permitir que menores de edad salgan solos, etcétera. 


El otro componente que tiene el estudio, como dije, es el desempeño institucional. 


Traje algunos datos obtenidos de la encuesta en relación a la opinión sobre la actuación de la 
policía en el combate contra la delincuencia, tanto con respecto al momento de realizarse la encuesta, 
sobre su accionar en los años anteriores y la expectativa de dicha actuación en un plazo corto de dos o 
tres años. Por ejemplo, con respecto a la pregunta de cómo calificaría la actuación de la policía en el 
combate a la delincuencia, se reveló que a nivel nacional un 61 % de los encuestados entiende que 
hace los máximos esfuerzos. Esto es a nivel nacional, pero en cuanto a los subuniversos los números 
son los siguientes: a Montevideo corresponde un 57 %, a Canelones, un 59 % y al resto del país, un 
62 %. 


A su vez, en cuanto a la opinión negativa sobre el esfuerzo de la policía, a nivel nacional se 
puede hablar de un 7,1 %. Este guarismo se subdivide en los subuniversos que ya he mencionado de 
la siguiente manera: en Montevideo, un 7,9 %; en Canelones, un 8,5 % y en el resto del país, un 5,9 %. 


En lo que refiere a la confianza que la policía inspira a los ciudadanos, los números son los 
siguientes. En términos globales, un 60 % de los encuestados dijo tener confianza en la policía y un 
10 % señaló que no le tiene ningún tipo de confianza. Un 29,9 % señaló que tiene poca confianza en 
dicha institución. A su vez, esta información también fue desagregada para cada uno de los 
subuniversos ya mencionados. 


En 2017 la encuesta preguntaba sobre la situación del último año, pero para que fuera más 
claro no se consultaba sobre los últimos doce meses —porque se estaría en la mitad de un año y la 
mitad de otro— sino sobre el año 2016. Esto es lo que aconseja la metodología para que no se genere 
confusión. En definitiva, al comparar el año 2016 con el año 2015 se preguntaba, por ejemplo: ¿Usted 


diría que la actuación de la policía fue...? Y las respuestas iban de mucho mejor o mejor a peor o 
mucho peor. 


En términos globales, el 44,7 % de la población en todo el país dijo que la actuación de la 
policía en 2016 —en relación con el año 2015— había sido mejor o mucho mejor; un 46 % dijo que había 
sido igual, y un 8,3 % señaló que había sido peor. Estas cifras son relativamente estables en los tres 
subuniversos que mencioné anteriormente, es decir, Montevideo, Canelones y el resto del país. 


También se le preguntó a la población sobre la actuación de la policía en años anteriores y el 
punto de referencia fue 2012. Se pretendía saber cómo había sido el trato hacia la población, los 
recursos con que cuenta la policía, la rapidez de su respuesta y la presencia policial. Con relación a la 
presencia policial en la calle durante el año 2012, un 68 % de los encuestados dijo que era mucho 
mejor o mejor; un 22 % dijo que era igual, y un 9 % afirmó que era peor. 


En cuanto a la rapidez policial, un 49 % de los encuestados señaló que era mucho mejor o 
mejor; un 39 % dijo que era igual; un 10 % afirmó que era peor, y un 2 %, que era mucho peor. 


En lo que refiere a los recursos con los que cuenta la policía, un 68 % de los encuestados 
dijo que la situación era mucho mejor o mejor y un 8 % señaló que era peor o mucho peor. 


A su vez, en lo que tiene que ver con el trato de la policía en aquel momento, un 47 % dijo 
que era mejor y un 8 % afirmó que era peor o mucho peor. 


En definitiva, lo que se registra en términos generales es que ha habido una mejora en el 
funcionamiento de la policía. Esto es consistente con la información que registra el Latinobarómetro. 
Como bien saben los señores senadores, en la última encuesta el Latinobarómetro registró que la 
Policía Nacional de Uruguay es la que tiene mayor nivel de confianza y, en términos generales, esta ha 
ido creciendo en los últimos años. 


El dato que vamos a presentar en el capítulo 3.* refiere a la prevalencia o la incidencia de 
situaciones donde las personas se sienten víctimas. Cuando se comunica esto es importante tener en 
cuenta que este instrumento en particular releva casos en que las personas se sienten víctimas de 
ciertas situaciones en determinados escenarios, pero no la ocurrencia de un delito desde el punto de 
vista jurídico o policial. Eso es importante porque a la persona se le consulta si en el último año le han 
pasado determinadas situaciones y, en función de eso, se indaga sobre las reacciones y 
comportamientos que ha tenido. 


En términos conceptuales, hay tres pasos a tener en cuenta cuando se analiza un estudio, 
sobre todo si se trata de un instrumento como este que diseñó el Banco Interamericano de Desarrollo. 
Lo primero que hay que saber es si algunas de las situaciones que voy a leer —que es a las que 
refieren las preguntas que figuran en el formulario— le ocurrieron a la persona. Se interroga sobre un 
conjunto muy variado de situaciones y el número de la prevalencia o de la incidencia que se presenta 
es el resumen de ese conjunto de situaciones. 


A su vez, lo segundo que se le pregunta a la persona es si consideró que esa situación que 
vivió ameritaba ser denunciada. 


En un tercer nivel se profundiza sobre la respuesta policial en caso de haber hecho la 
denuncia en alguna situación que hubiera sufrido. 


Por lo tanto, es como un embudo: hay una parte muy importante de la población que dijo que 
no le ocurrieron algunas de las situaciones que se le presentaron; otro porcentaje dijo que sí le 
ocurrieron, pero consideró que no era importante o no ameritaba hacer la denuncia y, en ese caso, se 
le preguntaron las razones. A las personas que efectivamente hicieron la denuncia se les indagó cuál 
fue la respuesta policial, qué resultado obtuvieron, etcétera. 


La encuesta se llama «Encuesta Nacional de Victimización». Se pregunta a las personas si 
fueron víctimas de alguna de estas circunstancias. Esto se divide en situaciones que ocurrieron en el 
hogar y situaciones que le sucedieron a la persona, y después se indaga sobre el núcleo familiar. 


Las situaciones que se relevan en el hogar son, por ejemplo, si la persona sufrió en el hogar el 
robo de algún tipo de vehículo: bicicleta, moto, auto o algún otro tipo de vehículo que use para 
trasladarse. La segunda pregunta es más general. Refiere a si le robaron alguna parte o algún 
accesorio de algún tipo de vehículo como, por ejemplo, la radio, el espejo o una cubierta. La tercera 
pregunta de la encuesta en relación con el hogar es si alguien entró sin permiso y robó o intentó robar 
algo de allí. Acá las respuestas son del siguiente estilo: intentaron entrar a mi casa porque forzaron la 
puerta, entraron a mi casa y me robaron, me robaron la bicicleta, la moto, el auto o cualquier otra cosa, 
intentaron robarme el auto, me rompieron el vidrio y me sacaron alguna cosa. Es decir que esto está 
relacionado con cosas que sucedieron en el entorno del hogar. 


Hay otro conjunto de situaciones que refieren a la persona. Algunas de ellas claramente 
pueden ser catalogadas como un delito y otras dependen de una investigación, de la forma como la 
persona hace la denuncia y de otra cantidad de cosas para saber si lo es o no. El caso del robo total de 
un vehículo es una circunstancia bastante clara, pero hay otras que tienen que ver con amenazas, 
altercados en la vía pública o discusiones con vecinos que no necesariamente terminan en una 
denuncia formal. Por eso es importante que cuando se analizan estos datos se tenga en cuenta lo que 
se pregunta, porque no se está preguntando por un delito formalizado sino por situaciones de estas 
características. La primera situación sobre la que se pregunta a la persona es si fue objeto de robo o 
hubo un intento de robo en la calle. La segunda es si alguien usó su cuenta bancaria o su número de 
tarjeta para realizar compras sin su permiso o para extraer dinero, o si le dio dinero falso. La tercera 
situación es si alguien mediante engaños o maniobras fraudulentas se apropió de bienes de su 
pertenencia, es decir, si lo engañó y se le quedó con alguna cosa. Cabe aclarar que esto es para 
cualquier escenario; no se habla de un escenario concreto, puede ser variado y depende de la forma 
como la persona formule la denuncia si se trata de una extorsión —porque se le quedaron con su casa— 
Oo puede ser entendido de una manera distinta. La cuarta situación es si la persona recibió algún tipo de 
amenaza o presión para exigirle que hiciera algo o dejara de hacerlo. La respuesta a esa pregunta — 
que puede ser sí o no- puede referir a un conjunto amplio de situaciones. La quinta situación es si 
recibió amenazas verbales de alguien plenamente identificado —es decir, que pueda reconocer— hacia 
su persona diciendo que le iba a causar algún tipo de daño a él, a su familia, a sus bienes o a su 
trabajo. Esa es otra de las situaciones que se relevan sobre la victimización de la persona. La otra es si 
alguien, solo por actitud abusiva o por una discusión, la golpeó generándole algún tipo de daño físico 
como puede ser un moretón o alguna lesión más grave. Otra situación de victimización, que es 
bastante más clara, es la que refiere a la pregunta de si lo secuestraron para exigirle dinero, bienes o 
para someterlo a algún tipo de explotación. Después de toda esta batería de situaciones se le pregunta 
si vivió alguna situación que pueda entender distinta a las anteriores. Cuando se le pregunta a la 
persona por la victimización se interroga sobre este conjunto de situaciones. 


¿Qué dio esto a nivel del Uruguay y cuál es la comparación que nosotros hacemos a nivel 
regional? Con esto voy a ir redondeando porque capaz que me extendí un poco. Pido disculpas. Traté 
de ser claro y es difícil trasmitir números. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera que nos diera algún dato más concreto sobre el porcentaje de no 
denuncia o la cifra oculta. 


SEÑOR MINISTRO.- Ahora lo va a informar. 


SEÑOR LEAL.- Para saber la cifra de no denuncia hay que entender lo que dije antes en cuanto a lo 
que relevan este tipo de cosas. Ahora vamos a los números. Hay que tener claro lo que uno compara y 
de qué se habla. 


Este instrumento del BID releva lo siguiente. A una persona le preguntan: ¿Lo amenazaron 
verbalmente diciendo que le van a causar un daño a usted o a su familia? ¿Usted fue víctima de una 
actitud abusiva en el marco de una discusión y alguien lo golpeó? Si la persona dice que sí le pasó eso 
en 2016, después le preguntan: ¿Usted lo denunció? 


La no denuncia está en el conjunto de las situaciones. Por eso dije que una cosa son las 
situaciones y para eso sirve este instrumento; para otro tipo de cosas hay que buscar otros 
instrumentos. 


Vamos al dato que se ha requerido. Una cosa es la prevalencia, que es la cantidad de 
personas que fueron afectadas por alguna de estas situaciones o que dicen que vivieron alguna de 
estas situaciones. En el caso del Uruguay, las personas que fueron victimizadas durante 2016 de 


acuerdo con este parámetro son un 25 %. Son personas que vivieron alguna de las situaciones que 
acabo de describir. ¿Está claro? 


Esto se subdivide de la siguiente manera: en Montevideo es un 29 %; en Canelones, un 26 
% y en el resto del país, un 19%. Aquí se incluyen diferentes situaciones. Hay delitos importantes como 
la violencia doméstica que estos instrumentos no incluyen y hay otra cantidad de delitos considerados 
en el Código Penal que tampoco incluyen. Sí comprenden situaciones de vivencia personal de 
violencia como altercados —que son muchos— o vandalismo. Este último tema aparece con frecuencia. 
Tiene que ver con que a la persona le hicieran un grafiti, por ejemplo, y es un porcentaje importante de 
las situaciones porque llega casi al 14 %. 


Con respecto a este asunto, en Argentina hicieron la encuesta en 2017. Para poder comparar 
las situaciones donde las personas se sienten víctimas, relevaron un conjunto de situaciones y otras no 
porque cada país tiene derecho a incluir componentes que a otros les parece que no son razonables y 
a excluir otros. En México, por ejemplo, el tema del secuestro en una encuesta de este tipo es un dato 
muy importante. En el caso de Uruguay lo dejamos, pero, desde el punto de vista estadístico, no es 
relevante. Los secuestros en el Uruguay —todo el mundo lo sabe— han sido casos absolutamente 
puntuales. El introducir esa situación en un instrumento de este tipo es casi navegar en la nada porque 
es dificilísimo encontrar un caso de esas características. En México es distinto. Los países se adaptan 
a este tipo de cosas. 


En cuanto a la forma en que los argentinos establecieron sus datos y a la manera en que 
nosotros los hicimos y tratando de compararnos con la metodología a la que ellos se ajustaron, según 
los delitos que relevaron en Argentina, a ellos les dio que había un 14 % de hogares que habían sido 
victimizados, es decir, que había alguna persona que había sido víctima de algunas de las situaciones 
que estamos planteando, mientras que aquí, en Uruguay, aplicando esa misma metodología daría un 
15 %. 


La prevalencia de las situaciones que relevaron en Argentina fue de un 20 % en las 
personas. Á nosotros nos dio un 12 % de acuerdo en las mismas situaciones que ellos relevaron. 


Como les decía, en esa comparación no se plantea lo mismo que lo que se pregunta en el 
formulario en términos ideales porque cada país incluye los aspectos que considera más importantes. 
Hay delitos o situaciones registrados que en algunos países son frecuentes, pero en otros no y por esa 
razón se decide no incluirlos. Esto tiene relación con la prevalencia, que es el porcentaje de personas 
que dicen haber sido víctimas de algunas de estas circunstancias. 


La incidencia refiere a las personas que, diciendo haber sido víctimas de algunas de esas 
circunstancias —amplias, como dije—, aseguran que las denunciaron, esto es que, si les robaron la radio 
del vehículo o el vehículo, lo denunciaron; o que, si intentaron entrar a su casa, lo denunciaron; o que, 
si recibieron una amenaza por parte de alguien que les dijo que iba a causarle un daño, lo denunciaron 
o si, por ejemplo, alguien intentó robarles —o les robó— en el ómnibus, lo denunciaron. 


Repito que esto no quiere decir —van a ver los datos comparados— que sea un delito 
confirmado que la persona haya decidido denunciar o no. Este instrumento mide otra cosa. 


La incidencia reflejó que las personas denunciaron el 27 % de las situaciones de este gran 
paquete policialmente y firmaron la denuncia. 


SEÑOR BORDABERRY.- Disculpe. Si entendí bien, el 27 % se denunció, o sea que el 73 % no. 
SEÑOR LEAL.- Así es, señor senador. Eso es la incidencia. 


Con respecto a este tipo de datos, se le pregunta a la persona si en 2016 le había ocurrido 
algunas de las cosas que nombré anteriormente, que son variadas. Algunas, efectivamente, son un 
delito —le robaron el auto—, y otras son, por ejemplo, que se peleó con el vecino y este le pegó o con el 
cuidacoches y no hizo la denuncia. En ese paquete se incluye todo. 


Según los datos que tenemos, en México el porcentaje de denuncia de este tipo de hechos 
es del 6 %, el 94 % no los denuncia. 


En Colombia, el 24 % manifestó haber denunciado situaciones de estas características; un 
76 % dijo que no las denunció. 


En Uruguay —repito el dato- denunció estas situaciones el 27 % y un 73 % aseguró no 
haberlas denunciado. 


En Canadá esto mismo lo denunció un 31 % y un 69 % no lo hizo. 


En Argentina, de acuerdo con esta metodología ajustada, un 32 % dijo haberlo denunciado y 
un 68 % manifestó que no lo hizo. ¿Esto qué quiere decir? Que salvo México, que vive una situación 
bastante particular —y no corresponde hablar aquí de otro país—, los datos que hay, comparables con 
este instrumento —Colombia, Uruguay, Canadá y Argentina—, demuestran que se denuncia entre un 25 
% y un 30 % de este tipo de situaciones que se relevan. Repito: no se pregunta si lo rapiñaron, si le 
pusieron un arma en la cabeza. No; le están preguntado sobre una vastedad de situaciones que van 
desde si le quisieron robar el espejo del auto, le robaron el auto, lo quisieron rapiñar en el ómnibus o 
sufrió una amenaza de muerte por una situación equis, como una discusión callejera con un 
cuidacoches o con un vecino. 


Entonces, el objetivo de estos instrumentos es tener en cuenta que hay un conjunto de 
situaciones que la gente no denuncia por considerar que no es un delito perseguible, como una pelea, 
una discusión o una amenaza, y otras que efectivamente se denuncian. Para poder entenderlo —y con 
esto redondeo—, cuando se habla de la no denuncia no puede hacerse el paralelismo con la no 
denuncia de una rapiña, de un homicidio o de un secuestro, porque esto no mide eso. Se trata de una 
encuesta de victimización que lo que hace es abordar los tres capítulos, que son: percepción, 
desempeño institucional —básicamente, la opinión sobre el funcionamiento de la Policía en el sentido 
de la atención que se brinda al momento de hacer una denuncia y si se siente protegido, etcétera-, y el 
tercer capítulo son situaciones vinculadas a las personas que son víctimas. Acá no se hace una 
indagatoria policial de cómo fue que lo amenazaron o tuvo este altercado. No; se pregunta: «¿A usted 
le pasó esto?». «Sí, me pasó». «¿A usted le pasó que alguien se le quedara con su tarjeta?». Y puede 
responder que sí, que fue un pariente a quien no quiso denunciar, o que efectivamente alguien le clonó 
la tarjeta. Entonces, hay variedad de circunstancias. Son 13 ítems —lo repito porque es importante— 
sobre situaciones que están vinculadas al hogar, robo total del vehículo —por vehículo se entiende 
automóvil, bicicleta u otra cosa que se use para trasladarse; hay personas que contestaron que le 
robaron el skate—, el robo de una parte de ese vehículo, si intentaron entrar a la casa o si 
efectivamente entraron a la casa. También se pregunta si intentaron robar algo o si robaron algo —no se 
les pregunta si entraron al jardín y robaron una maceta o si desvalijaron la casa—, y situaciones en 
relación con las personas que, como dije, son variadas. Entonces, este es un instrumento y hay que 
pedirle lo que da. Lo que el BID recomienda es tener una serie larga y comparar contra el mismo 
instrumento. El BID definió al instrumento, que tiene esta complejidad —cada maestrito con su librito—, 
porque tiene una unidad especializada en el tema seguridad pero no podía tener ninguna estadística 
comparable. De hecho, no la tiene porque cuando mide un delito en un lugar, en otro resulta ser 
diferente, etcétera. 


Por lo tanto, este es un esfuerzo de mediano plazo que nos da una situación determinada 
que hay que saber leer, entender en su complejidad y dar los datos precisos. 


En lo personal, he intentado ser claro —estoy abierto a cualquier duda que pueda surgir-—, 
pero dentro de esa precisión no se puede decir: «Esto me dice tal cosa». No, esto me dice esto. 


Existen otros instrumentos de medición, conocidos como estudios de panel, que tienen otras 
características, pues se utilizan para delitos más violentos. ¿Cuál es la razón por la cual la gente 
denuncia o no determinadas situaciones que, por ejemplo, desde el punto de vista policial pueden ser 
definidas como violentas? Me refiero a casos como la extorsión o violencia doméstica, donde se puede 
apreciar más claramente. Por ejemplo, acá no se releva, pero ¿por qué la gente denuncia o no la 
violencia doméstica? Nosotros tenemos un registro de la gente que efectivamente hace la denuncia. A 
esa gente se le puede preguntar por qué hizo la denuncia y alguna responde que la concretó después 
de cinco veces que le pegaron. Además, se puede tener conocimiento de personas que no hicieron la 
denuncia pero son víctimas de violencia. En estos casos hay registros de por qué no efectúan la 
denuncia. Para saber por qué hay gente que no lleva a cabo la denuncia por algún tipo de delito, se 
debe hacer otro tipo de estudio. En México, por ejemplo, han ensayado estudios de panel para el tema 
de los secuestros allí instalados, que es un problema muy serio. 


Es bastante claro que uno empieza a captar una cantidad de situaciones en la medida en que 
tiene más capacidad de llegada a las personas que se encuentran en una determinada posición. Me 
explico: la captación de las denuncias por medio de las tablets muchas veces favorece al individuo, 
pues lo lleva a pensar: «Bueno, si tengo esa comodidad, capaz que hago una denuncia de que tuve un 
problema por más que no lo considere relevante». Pero claro, si le roban el auto, la casa, lo rapiñan o 
hay un homicidio, efectúa la denuncia. 


Como mencioné, en Canadá hay un 69 % de casos que no se denuncian; en Argentina, 68 %; 
en Uruguay, 73 %; en Colombia, 76 % y, en México, 94 %, pero allí se vive una situación bastante 
particular. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Tiene en su poder el porcentaje de no denuncia en la encuesta de 2011? 


SEÑOR LEAL.- Esa información no la tengo aquí, pero no sé si fui claro ya que no son instrumentos 
comparables. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Lo tiene ahí? 


SEÑOR LEAL.- No lo tengo acá y reitero que eso sería como comparar manzanas con dulce de leche. 
El tipo de situaciones que se relevan son instrumentos distintos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero trasmitir que yo escucho los números y al mismo tiempo observo 
algunas cifras de victimización que arrojan encuestas de empresas privadas. Por ejemplo, la última que 
vi es de agosto de 2017 y en ella se maneja que un 60 % de la población se siente muy o algo 
inseguro. Realmente, me asombraron mucho los números, que nos pueden llevar a la conclusión de 
que la inseguridad es una sensación térmica. Sin embargo, creo que es algo realmente bastante más 
dramático. De todas maneras, esos son los números que dio la encuesta y no hay que discutir sobre 
ellos. 


SEÑOR LEAL.- Está muy bien discutir, con números y en base a evidencias, pero quiero hacer un 
aporte de tipo técnico: esta encuesta se basa en 7600 casos aproximadamente. No es lo mismo una 
encuesta de opinión pública relevando opiniones de distinto tipo de cosas. El tamaño de la muestra es 
importante y la cobertura de localidades de mil habitantes y más, así como el cara a cara también lo 
son. Yo repito lo que arroja el instrumento; después cada uno puede hacer lo que quiera. Estaría bueno 
que convocaran al Banco Interamericano para que explicara por qué se les planteó la necesidad de 
contar con un instrumento de estas características. En el ámbito regional no podían tener niveles de 
comparación y definieron este instrumento, que puede tener dificultades: es muy engorroso para 
aplicarlo y es una encuesta muy larga. Tengo aquí el formulario y pueden apreciar lo voluminoso que 
es. Nosotros lo aplicamos, o intentamos hacerlo. 


En términos generales estos son los principales datos. 


SEÑOR MINISTRO.- Respecto a este tema, lo único que quiero decir es que todos siempre tenemos 
la percepción de que hay algún tipo de delito o incidencias que no se denuncian. Hace tiempo que 
venimos promoviendo la denuncia, lo pedimos y facilitamos porque la estrategia que se está 
desarrollando tiene que ver con poder georreferenciar los delitos y eso se hace en base a las 
denuncias. Por lo tanto, sin saber el resultado, el año pasado —esto empezó a procesarse el año 
anterior con la compra de 2000 tablets— incorporamos progresivamente 800 tablets en Montevideo, que 
se terminaron de repartir aproximadamente en los meses de agosto y setiembre. Luego de repartirlas 
se realizaron cursos de un mes para saber cómo proceder en caso de denuncias. Justamente, se 
intenta registrar cada vez más las incidencias o los delitos que se cometen y que la gente no denuncia. 
Generalmente, si a una persona le roban el auto o los documentos, hace la denuncia, pero si está 
lejos de una comisaría y le roban algo donde no están los documentos, no lo denuncia. En cambio, si 
hay un policía cerca con una tablet sí hace la denuncia. Estamos trabajando activamente para que 
desde el punto de vista administrativo estemos cada vez más cerca de la población. 


Era cuanto quería agregar respecto a este tema. 


Si me permiten, trataré de contestar dentro de lo posible los otros puntos. Las preguntas 
planteadas son muchas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tercer tema tiene que ver con los homicidios y es muy preocupante. Si me 
permiten quiero agregar algo al planteo del señor senador Bordaberry. 


Según las cifras oficiales del observatorio, en 2017 la tasa de homicidios fue de 8,1 cada 
100.000 habitantes, mientras que en Argentina 6,6 cada 100.000. Como decía el sociólogo Leal, estos 
son promedios. Ahora bien: en Montevideo la tasa está por arriba de los 12 homicidios cada 100.000 
habitantes. Hay organismos internacionales que hablan de epidemia de homicidios cuando se superan 
los 10 asesinatos cada 100.000 habitantes. Es decir que Montevideo —reitero: con 12 homicidios cada 
100.000 habitantes— se encuentra en una situación de epidemia. 


Si miramos históricamente las cifras oficiales del Observatorio nacional sobre violencia y 
criminalidad, en el año 1990 hubo 206 homicidios y en 2017 fueron 283. Es decir que el aumento fue 
del 37,4 % a pesar de la tecnificación de la Policía, del armamento y demás. Al parecer, los diferentes 
instrumentos que se fueron aplicando no pudieron controlar los homicidios, sobre todo, los más 
violentos. Por ejemplo, en Nueva York, con 8:500.000 de habitantes, más 5:000.000 de visitantes por 
mes, en la primera quincena de enero hubo 7 homicidios; en Uruguay, que no llega a los 3:500.000 de 
habitantes, hubo 25 homicidios, es decir, tres veces más. Estoy hablando de un mes y unos días atrás. 
Creo que nos encontramos ante una real epidemia de homicidios. 


El otro delito que quiero plantear —del que se habla poco, pero los números, 
desgraciadamente, me sorprendieron— es el de la violación, el delito sexual. En 2016, según el 
observatorio, se consumaron 117 violaciones y, en 2017, 142. En 2016 hubo 19 tentativas de violación, 
mientras que en 2017 hubo 33. Quiere decir que el aumento, según cifras oficiales, fue de 28,7 %. 


Estuve revisando las diferentes participaciones del señor ministro y de integrantes del 
observatorio en esta comisión, desde el 2015 a la fecha, y pienso que es hora de separar el 
observatorio del Ministerio del Interior. En su momento, el ministro del interior estuvo de acuerdo en 
hacerlo. Creo que sería una decisión acertada, porque recolectar los números por parte de quienes al 
mismo tiempo toman decisiones desde el punto de vista de los estímulos a los funcionarios que lo 
hacen, no parece lo más indicado. Hay una contraposición de intereses. Entonces, la pregunta es la 
siguiente: ¿en qué altura del camino estamos respecto de lo que se planteó en el año 2015 —recuerdo 
que el ministro lo planteó públicamente en alguna entrevista- en cuanto a que se separe el 
Observatorio nacional sobre violencia y criminalidad del Ministerio del Interior? 


SEÑOR MINISTRO..- Disculpe, señor presidente, pero nunca hice ese planteo. Mi propuesta fue crear 
un observatorio nacional integrado por el observatorio del Ministerio del Interior, el INE y la Universidad 
de la República. Reitero: mi planteo fue crear un organismo nacional, pero no sacar el observatorio de 
la órbita del Ministerio del Interior ya que su tarea está vinculada a esa cartera. 


En su momento, hice referencia a que cada vez que el observatorio daba las cifras, los 
legisladores de la oposición desconfiaban de ellas ya que provenían del Ministerio del Interior. La 
propuesta era crear un organismo nacional que integrara distintos organismos. Eso lo seguimos 
sosteniendo. Consultamos al INE y está de acuerdo en hacerlo, a pesar de que contamos con alguna 
dificultad, si bien mayor, no insalvable. Creo que está de acuerdo en hacerlo con la universidad, la que 
tendrá que resolver qué organismo lo integrará. No es un tema que podamos resolver nosotros. 


Con respecto a los homicidios, quiero hacer una aclaración previa. Cuando manejamos 
comparaciones con otros países, lo hacemos con aquellos organismos internacionales que consideran 
sus números y los integran a sus informes. En el caso de Argentina, por ejemplo, algunos organismos 
internacionales consideran sus cifras y otros no, entonces no incluyen sus datos. Por tanto, no 
podemos comparar nuestras cifras de delitos con las argentinas. 


Muchísimas veces dije —y lo reitero- que cuando asumimos este ministerio había solamente 
tres países que tenían una tasa de homicidios de 6 cada 100.000 habitantes —en realidad, un poco más 
de 6 pero nunca menos-, que eran Costa Rica, Chile y Uruguay. Los demás países estaban por 
encima de esa tasa, incluso por encima de los 10 homicidios cada 100.000 habitantes. En todos los 
países la tasa de homicidios aumentó, en algunos casos en forma severa, y de aquellos tres, Costa 
Rica está ahora entre los que tienen una tasa de homicidios a nivel nacional superior a 12 cada 
100.000 habitantes, mientras que Chile está en 6,5 cada 100.000 habitantes. En nuestro país en 2016 
hubo 7,6 cada 100.000 y, tal como señaló el señor presidente, en 2017 se llegó a 8 homicidios cada 
100.000, pero aún seguimos entre los tres países que están claramente por debajo de los 10 
homicidios cada 100.000 habitantes. 


Una vez, durante un mes de octubre, mencioné que las cifras de rapiñas estaban bajando y 
el señor senador Bordaberry me dijo que esa era una interpretación apresurada porque aún quedaban 
dos meses para terminar el año. A mí me parece mucho más apresurado manejar una tasa cuando 
recién transcurrieron dos meses del año. Es cierto que durante este mes de enero la tasa de 
homicidios ha aumentado con respecto a la de enero del año pasado, teniendo en cuenta, además, 
que la de ese enero no fue baja; es más, creo que del 2017 enero fue el mes que más homicidios se 
cometieron. En febrero del año pasado, a diferencia de febrero de este año, bajó con respecto a 
febrero de 2016; en cambio, este mes de febrero aumentó con respecto al anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los homicidios aumentaron a 70, o sea, un 45 %. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero aclarar al señor ministro que yo no manejé la información solamente 
de los dos primeros meses del año; si me siguió atentamente, se habrá dado cuenta de que anualicé 
los datos, y dije que en los últimos doce meses estamos por encima de los 300 homicidios. 
Justamente, intenté no referirme solamente a dos meses del año; dije que empezó muy duro y que si lo 
anualizamos, son más de 300. 


SEÑOR MINISTRO..- Eso lo había entendido perfectamente; sucede que nunca anualizo la información 
para la baja sino que tomo el período enero-diciembre, de febrero a enero no lo hago, y de junio a 
mayo tampoco. Para mí el año es de enero a diciembre; así es como manejamos las cifras. Partimos 
de la base de que este año, efectivamente, los homicidios subieron, pero venían subiendo desde los 
últimos meses del año pasado. O sea, el crecimiento del año pasado se calcula a partir de un año que 
en los primeros meses venían a la baja y luego comenzaron a subir y terminó con un aumento. 


Ahora bien, creo que la explicación que hemos dado sigue siendo la que damos ahora. 
Alrededor del 47 % o 48 % de esos homicidios es resultado del conflicto entre delincuentes. A esto se 
suman hechos de violencia doméstica, hechos dentro de la familia y problemas entre vecinos, con lo 
que se supera largamente el 50 %. En definitiva, el homicidio por robo sigue siendo uno de los delitos 
que presenta porcentajes más bajos. La explicación que damos con esto es que claramente se trata de 
conflicto entre delincuentes, lo que se ha agravado. Han pasado cosas que hemos dicho —se puede 
prestar atención a ello o no- que tienen que ver con bandas de delincuentes cuyos líderes están 
presos. Cuando cayeron presos esos líderes fueron sustituidos por otros que cambiaron la forma de 
actuar. Por ejemplo, lo que pasó en Casavalle fue que cayeron presos líderes que tenían con los 
vecinos una relación que respondía a una modalidad del tipo padrino, es decir a través de la 
contención, y fueron sustituidos por otros cuya política era la de «estás conmigo o contra mí y si estás 
contra mí te vas», o sea que tienden a echarlos. Estos líderes, cada vez más, van a la disputa con 
otras bandas por mercado, por territorio, etcétera. A eso se suma un hecho que constatamos, que 
consiste en que hay una baja del consumo de pasta base y un aumento del de cocaína. Eso, aunque 
no parezca, tiene que ver con la forma de distribución. Hasta el 2002 la distribución de cocaína, que 
era mayoritaria frente a la de pasta base, se realizaba en fiestas y bailes. A partir de que se introduce la 
pasta base aparecen las bocas de venta y se territorializa la comercialización. Eso va creciendo en 
forma sistemática hasta el 2008 aproximadamente, y entonces las bandas que distribuyen pasta base 
tienen mercado y crecen. Cuando eso comienza a disminuir empiezan los conflictos entre bandas. Esto 
se podrá admitir, entender, o no, pero esa es la explicación que podemos dar y sucede desde hace 
tiempo. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


—En una interpelación convocada por el senador Bordaberry dije —y acá se rieron, pero no 
importa porque a esta altura estoy acostumbrado y se pueden volver a reír— que el nivel de aclaración 
nuestro estaba casi al nivel del FBI y sacaba la información de las páginas oficiales de ese organismo. 
Nosotros estábamos en un 61 % y el FBI en un porcentaje un poco mayor. Al poco tiempo tuve otra 
interpelación planteada por el diputado Germán Cardoso y ahí se pudieron reír más porque dije que 
nuestro nivel de aclaración estaba por arriba del nivel del FBI. Eso no era porque nosotros hubiéramos 
subido mucho el porcentaje, sino porque el FBI había bajado el nivel de aclaración. En ese momento, 
el nivel de aclaración más o menos era el mismo y estaba entre un 60 % y un 62 %. 


El senador Bordaberry dice que el nivel de aclaración ahora es del 50 %. Lo hace tomando 
en cuenta los homicidios de 2017 y el nivel de aclaración hasta los primeros días de enero de 2018, 
pero hoy ese porcentaje no es del 50 %, sino más alto porque los homicidios se siguen aclarando. No 
tengo ahora el porcentaje pero está más cerca del 60 % que del 50 % y en cualquier momento 
llegamos a ese 60 %. El nivel de aclaración varía continuamente porque un homicidio que ocurrió el 31 
de diciembre, no se aclara el 2 de enero. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pero en qué quedamos, ¿lo anualizo o no? 


SEÑOR MINISTRO.- El senador anualiza los homicidios, pero el nivel de aclaración de los homicidios 
de 2017 no termina el 2 de enero de 2018 porque los homicidios se siguen aclarando. Las páginas del 
FBI se van actualizando y va aumentando el nivel de aclaración y nosotros también aumentamos el 
nivel de aclaración, eso es elemental. Es como en una epidemia, no se puede preguntar cuántos 
muertos hubo y poner una fecha porque de hacerlo, la gente puede seguir muriendo y no se contabiliza 
porque la fecha paso. No es así, y en el tema del nivel de aclaración sucede lo mismo. Los homicidios 
de 2017 se pueden aclarar después de enero, febrero y marzo; entonces, se suman a los casos 
aclarados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer un comentario para manejar los mismos términos. Si eso fuera 
válido, nunca podríamos comparar porque los niveles de aclaración de 2016 también padecerían del 
mismo proceder. Hay un corte que el Observatorio lo hace en el informe que publica. Tengo aquí el 
gráfico 12... 


SEÑOR MINISTRO.- Al momento actual. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero siempre hay un corte, señor ministro; es la única forma de comparar. 


En el informe se dice que los homicidios consumados según nivel de aclaración en todo el 
país del 1? de enero al 31 de diciembre de 2017 es de 49,8 %, y no aclarados de 50, 2 %. 


SEÑOR MINISTRO..- Pero, ¿a qué fecha? 


SEÑOR PRESIDENTE. Es el último informe del Observatorio de 2017 —estamos a marzo de 2018- y 
lo saqué de la página. 


SEÑOR MINISTRO..- Ya no se tiene ese nivel de aclaración. 


Cuando uno establece cifras, porcentajes, y se ve la evolución de la aclaración, sigue 
actualizando los informes; entonces, si usted lee el informe de la primera semana de enero, no va a 
estar en la línea correcta de lo que se aclaró. Una vez premié a un policía en Maldonado porque había 
aclarado el homicidio de una muchacha que había ocurrido años atrás, aunque a las pocas semanas 
tuve que firmar un sumario al mismo policía. Eso sigue pasando ahora. Además, cuando una persona 
herida en 2017 muere en marzo, nosotros la incorporamos a los homicidios de 2017; entonces, si 
hacemos eso con los homicidios, hacemos lo mismo con la aclaración de los homicidios. Por tanto, no 
es un 50 %. 


Pasando al otro tema vinculado a los rusos de argentina 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, señor ministros. El señor senador Bordaberry, ¿quiere hacer otras 
preguntas sobre este tema referido a los homicidios? 


SEÑOR BORDABERRY.- Tengo consultas sobre todo lo que ya se ha dicho —entre otras, 
sobre la encuesta de victimización—, pero no es mi intención entrar en un debate con el señor ministro 
porque me parece que la comisión simplemente está recibiendo información. A debatir se va al 
Plenario. Insisto: no es mi intención debatir ahora, sino recibir información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos usar la dinámica que queramos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Repito: sí tengo alguna pregunta sobre la encuesta de victimización. 


SEÑOR MICHELINI.- Deberíamos dejar eso para más adelante y el que el señor ministro primero 
termine su exposición. 


SEÑOR BORDABERRY.- De acuerdo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Adelante, señor Ministro. 
SEÑOR MINISTRO..- Continúo con el tema de los rusos de Argentina. 


Hace poco, cuando asumió el nuevo embajador ruso en Uruguay, se realizó un ágape en la 
embajada, al que asistí, y donde justamente el embajador me preguntó por este tema. Voy a responder 
acá lo mismo que le respondí a él y que se reafirmó con lo que pasó después. Lo que salió es una 
noticia de prensa. «¿Por qué no lo hicieron del Uruguay?» Es una noticia de prensa. 


Nosotros no tenemos ninguna información, ningún pedido, ningún aviso, nada; ni de las 
agencias argentinas, ni de las agencias rusas, ni de Interpol. Nada. Como el embajador me planteó que 
ese hecho se averiguara, nosotros se lo planteamos a la dirección de la Policía que, a su vez, pidió 
información a la Dirección Nacional de Inteligencia, al departamento de drogas, a la Dirección General 
de Lucha contra el Crimen Organizado e Interpol de Uruguay. Y no hay nada de esto. Entonces, 
hablamos de algo que es una versión de prensa. Versiones de prensa hay montones. 


Cuando detuvieron a Balcedo lo calificaron de empresario «k» y sindicalista «k». La defensa 
de Balcedo —la que ahora renunció- se opuso a la extradición porque el juez que la pedía era un juez 
«k» que estaba contra Balcedo. Entonces, creo que hay que chequear las noticias de prensa antes de 
manejarlas como dato cierto. 


No hay nada de esto. Nada. Ni de los rusos ni del contrabando de Uruguay. En cuanto al 
narcotráfico internacional —lo hemos dicho una cantidad de veces—, Uruguay en todo caso es una ruta 
alternativa y no una ruta formal, porque en varias oportunidades grupos internacionales, que quisieron 
establecerse en nuestro país, cayeron y fueron detenidos aquí. 


No sé si lo que diré a continuación responde a una pregunta; pero sí fue un comentario que 
no quiero dejar pasar. 


Se mencionó a los mexicanos como si fueran unos ladrones de cuarta que hicieron todo mal 
y por eso los agarró la policía. Los mexicanos robaron en Guadalajara y no los agarraron; robaron en 
Costa Rica y no los agarraron, robaron en Canadá y no los agarraron —ni siquiera los olieron— y 
robaron en otro país desarrollado de América —que no figura en la prensa— y no los agarraron. Al otro 
día de ocurrido el robo, cuando se empieza a detener a los mexicanos, una periodista mexicana que 
integra la policía de Guadalajara me llama para pedirme si le podía mandar los nombres y las fotos de 
los detenidos para ver si tenían que ver con los que habían robado en su país. Le dije que no porque 
eso lo tenían que pedir formalmente por las vías oficiales de la policía y nuestras, y no a través de una 
llamada telefónica. Después hicieron el pedido formal y detectaron que, efectivamente, alguno de ellos 
había participado del robo realizado en México. 


El embajador de Costa Rica ya anunció que pedirán la extradición, por lo menos de cinco de 
los detenidos, que son los identificados en el robo realizado en ese país. 


Por lo tanto, creo que se trata de un importante operativo con la modalidad mexicana que no 
es la uruguaya. Esto fue planificado en México. Mandaron capataces a dirigir el operativo y a peones 
para desarrollar el plan. Finalmente fueron capturados todos los peones, así como dos, tres o más 
capataces. Fue un éxito de la policía uruguaya. 


Por lo tanto, decir que es sospechosa la forma en que lo hicieron tiene que ver con la forma 
en que actuó la policía. No olvidemos que ponerse frente a la jefatura no funcionó porque la policía 
demoró dos minutos en llegar. El operativo de robo demoró dos minutos, pero al minuto ya se había 
avisado y la policía llegó un minuto después de que se fueran, pero cercó la zona, cercó el 
departamento y los pudo atrapar para luego tirar de la madeja y llegar hasta donde se llegó. El hecho 
de que la mexicana que no participó estuviera en un apartamento cercano al hotel demuestra que todo 
el operativo fue pensado y si la policía hubiera demorado tres minutos más en llegar, los ladrones se 
habrían ido. Si esto hubiera sucedido, los ladrones habrían logrado una genialidad porque estaban al 


lado del hotel, pero no fue así debido a la acción de la policía y de la fiscal, cuyo trabajo fue impecable. 
No quería dejar pasar este tema. 


Ahora me voy a referir al asunto del nepotismo. Aclaro que los dos ejemplos que mencionaré 
ya fueron manejados en la interpelación llevada a cabo por el diputado Germán Cardoso. Asimismo, 
voy a dividir el tema para hablar, por un lado, de lo que tiene que ver con Maldonado y, por otro, de lo 
referido a Giaretto. 


A mediados de 2011 hubo un llamado en Maldonado para ocupar el cargo de operador 
penitenciario; había cuarenta puestos y se anotó una cantidad importante de aspirantes. Se hizo el 
concurso y entre los que se anotaron estaban —como dice el señor senador Bordaberry- mi hijastro y 
mi nuera, pero cuando se llevó a cabo la prueba se había borrado la inmensa mayoría porque 
empezaba el turismo en Maldonado y todos tenían puestos de trabajo ahí. En realidad, quedó un 
número menor de aspirantes que de vacantes y por eso accedieron en ese concurso, pero reitero que 
no se trataba de ningún cargo de particular confianza sino de operador penitenciario, con un sueldo 
que rondaba los $ 24.000. Insisto en que se anotaron por su cuenta y esto no tiene nada que ver con el 
tema de nepotismo. 


Actualmente, los que se anotan no son menos de cuarenta, como en esa ocasión, sino que 
se trata de alrededor de diez mil personas para cien cargos. ¡Diez mil! Después se borran, quedan 
alrededor de 1.200 y en realidad entran 233 personas. Una cosa es un concurso con esta cantidad de 
personas y otra distinta es un concurso donde los aspirantes son menos que las vacantes, porque en 
ese caso no solo ganan los que llegan a la calificación sino los mejores. 


Me gustaría agregar que en estos concursos se anotó en dos ocasiones mi sobrina —no sé 
en qué línea de parentesco se encuentra- y en ambas oportunidades perdió. Ella sí lleva el apellido 
Bonomi; mi hijastro y mi nuera, no. Ellos se anotaron en Maldonado y sé que el apellido Bonomi llama 
la atención, pero reitero que ella perdió dos veces. Por lo tanto, creo que esto no tiene nada que ver 
con el nepotismo. Además, como dije, el cargo era de operador penitenciario, para trabajar en cárceles 
con presos todos los días. 


En cuanto a Giaretto, debo decir que es un tema que también abordó el diputado Germán 
Cardoso. En aquel momento le respondió —como debería hacerlo ahora, pero no está presente— el 
subsecretario Vázquez y recuerdo poco de lo que dijo, pero intentaré decirlo nuevamente y espero que 
en otro momento lo aclare él. No sabía que Giaretto eran dos hermanos; sé que tiene uno de acuerdo 
con lo que se planteó en la interpelación del señor representante Cardoso y es el hijo de una ex 
compañera o novia del subsecretario Vázquez de la que se separó hace 30 años y él no tiene que ver 
con uno ni con otra. La respuesta de Vázquez, repito, está en la versión taquigráfica de la interpelación 
del señor representante Cardoso, que creo que fue en febrero del año pasado. 


Por otro lado, está el tema de Jorgito, barra brava, y esto corresponde a otra nota de prensa. 
Como los señores senadores recordarán, en ese momento fueron las elecciones internas del Frente 
Amplio y, por lo tanto, hubo una cantidad de actividades de este tipo. Había sectores que apoyaban o 
pedían conocer lo que proponía el representante Alejandro Sánchez y esto fue algo así, se hizo una 
comida para eso. Le pidieron que hablara y explicara; yo fui a esa comida, a una reunión con 
comerciantes del Cerro en el club Rampla, y fui a muchos eventos más, algunos eran comidas y otros 
no, pero no tengo ni idea de todo lo demás que publica Búsqueda. Tenía vínculos con mi señora por 
Peñarol y eso todo el mundo lo sabe. Estuve en la interpelación que hizo el señor senador Bordaberry 
y es cierto que dije que estuvo en la que ahora se me aclara que era departamental, pero también dije 
que estuvo en la lista 26 de Canelones encabezada por el señor senador Lacalle con su foto, en la que 
figuraba Jorgito Rivero. Por lo tanto, no tiene nada que ver con mi grupo político, pero sí estuvo en la 
comida. Es otra nota de prensa que no se ajusta a lo que pasó. También dice que tenía vínculos con 
otros grupos políticos, e incluso había una foto en un despacho de un diputado que no era de mi 
partido ni de mi sector. 


Otro punto es el de los homicidios. Yo manejé el tema de los homicidios con relación a la 
región. El señor presidente se refirió a Nueva York, y generalmente se habla de Estados Unidos como 
un país muy seguro, pero tengo mis dudas. Cuando era muchacho existían becas para estudiar en 
Estados Unidos y algunos de mis amigos fueron, pero no sé si hoy aceptaría una beca para estudiar en 
algún colegio o en alguna universidad norteamericana, porque no parecen ser muy seguros. 


En cuanto a homicidios, Montevideo tiene un 12, pero Detroit tiene 44,6 homicidios cada 
100.000 habitantes, Nueva Orleans, 45,17; Baltimore 51,15 y San Luis, 60,31. 


Un organismo internacional publicó las cincuenta ciudades más peligrosas del mundo y 
Uruguay no está ni cerca de figurar; ni siquiera figura un barrio o una ciudad. Arranca con 34,43 
homicidios en Sudáfrica y tiene más o menos veinte ciudades de Brasil. Los datos que publican los 
organismos son muy duros, pero en general son creíbles. Allí figuran varias ciudades de México. La 
tasa más alta es la de Venezuela con 130 homicidios cada 100.000 habitantes y le sigue Acapulco — 
ciudad donde iban a hacer turismo los uruguayos— con 113 homicidios cada 100.000 habitantes. Entre 
esos 50 países hay varias ciudades de México y también están Salvador, Honduras y varios países de 
África pero, reitero, Uruguay no está ni cerca de figurar allí. Si tomamos el barrio con más homicidios 
de Montevideo —ya no toda la ciudad— no llega a estar en esta tabla. Con esto no quiero decir que 
estamos bien; estamos peor que en 2016 —porque en ese año estábamos en la baja y en 2017 
subimos—, pero estamos dentro de los tres países de la región que tiene menos de 9 homicidios cada 
100.000 habitantes; ahora estamos exactamente con 8,1 homicidios cada 100.000 habitantes. Estamos 
dentro de los tres... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las cifras que tengo ponen a Ecuador, Argentina, Perú.... 


SEÑOR MINISTRO.- No, Ecuador es un caso distinto. Fui allí y el ministro del interior de aquel 
momento me presentó el ECU 911, que es un sistema de videovigilancia. Tenían un programa para 
bajar de algo más de 20 homicidios cada 100.000 habitantes a 6 y lo hicieron, pero no en todo Ecuador 
sino solamente en las localidades donde tienen el programa. Y cuando nosotros hablamos de Uruguay 
hablamos de todo el país y sucede lo mismo con Brasil; en este caso creo que no es así, se habla de 
una parte. 


La lista está conformada por Uruguay, Chile, pero no considero que daba estar Argentina en 
la medida en que los organismos internacionales no siempre lo hacen, porque estiman que no son 
creíbles los datos. Además, en determinado momento no consideraban creíbles los datos económicos 
y sociales, pero sí los policiales. Entonces, reitero, algunos organismos internacionales —los más 
importantes— no los consideran creíbles y personalmente tampoco los considero creíbles o, mejor 
dicho, no los tengo en cuenta y no los meto en la bolsa. 


Nosotros estamos dentro de los países que mencioné y trataremos de seguir la estrategia de 
combatir los grupos organizados —de narcotráfico y de crimen organizado— que son los que están 
elevando esta relación por el enfrentamiento entre ellos. 


En el caso de la violación efectivamente es así y estamos trabajando en ese sentido. El 
presidente hizo la relación de violaciones de 2016 y 2017 y hubo un aumento de 25. Lo que me dice el 
director de la policía es que una parte muy importante de estas violaciones se da en el ámbito familiar, 
y en la medida en que sea así implica un grave problema social que no siempre puede resolver la 
policía. 


SEÑOR LÓPEZ VILLALBA.- Voy a ser claro y conciso. Quisiera hacer una consulta al sociólogo Leal. 


Con respecto a una pregunta que iba a hacer vemos que el material con el que trabajamos 
no es el que quisiéramos, por más que sea el del Banco Interamericano de Desarrollo, porque es 
demasiado heterogéneo y disperso. No sé qué opina la cátedra en el Uruguay sobre este tipo de 
material. 


Por otra parte, me preocupan los delitos informáticos, no solamente con respecto a las 
tarjetas, sino también lo relativo a los hackers. Este tema nos ha tocado de cerca y se ha resuelto 
favorablemente en forma particular, pero hay algo que creo viene avanzando. Hace un ratito veía la 
cantidad de personas que estaban usando los celulares. 


¿Qué es lo que está sucediendo? Hay un ataque permanente a través de las redes, en forma 
anónima, donde se desprestigia. ¿Qué hay pensado para ese tipo de situación? 


SEÑORA AVIAGA.- Muchas gracias por permitirme hacer algunas preguntas al señor ministro. 


Dado que el señor senador Bordaberry lo señaló, el señor ministro habló sobre el tema de 
Lavalleja, especialmente de la ciudad de Minas. En verdad, quisiera saber si ustedes están analizando 
en el seno del ministerio la problemática que estamos viviendo en el departamento de Lavalleja, 
principalmente en Minas. También quisiera saber si se ha evaluado una intervención especial para 
contener la situación que está notoria y claramente descontrolada en esta zona, en la que nuestra 


policía se encuentra desbordada. No se trata solo de un episodio. El señor ministro manifestó que esto 
ya venía de antes, cosa que es así. Cuando el Jefe de Policía —el señor Martínez— asume, el ministerio 
hace una intervención aparentemente muy fuerte en Lavalleja, concretamente en Minas. Fue una gran 
movida la que hicieron, pero en verdad no tuvo ningún tipo de consecuencia. Además, en lugar de 
aplacar la incidencia de estas bandas —conocidas por todos en Lavalleja, concretamente en Minas— y 
de tratar de que esa situación se solucionara ha ocurrido lo contrario, porque se han exacerbado las 
acciones delictivas del narcotráfico en la zona. Y estas cosas no son versiones de prensa, sino que es 
la triste realidad. Creo que fue el 16 de febrero, desde la noche en que se hace el desfile de carnaval 
en Minas hasta ahora, ha habido una serie de eventos que están notoriamente entrelazados y se 
siguen suscitando. A tal punto que ayer, a las cuatro y media de la tarde, en la terminal de Minas — 
cuando están los padres llevando y trayendo a los niños que salen de los jardines, de los colegios—, 
hubo un tiroteo de una persona que iba en bicicleta sobre otra. Fue en la esquina de las calles Sarandí 
y Treinta y Tres. El fin de semana pasado hubo baleados, como también en el anterior. Todos sabemos 
allá quiénes son; son de las mismas bandas que están actuando en el medio local. La policía también 
lo sabe. Quisiera saber si están evaluando una acción especial para llevar adelante. Ya que reconocen 
el problema y dicen que es a raíz del crecimiento del narcotráfico en el departamento, concretamente 
en la zona aledaña a Minas, creo que esto va más allá del tema de las bandas. Acá hay un problema 
enorme en el que los peones locales son los Acuña y los Virches, por ejemplo, pero aquí hay otra mafia 
involucrada y quisiera saber si ustedes realmente están trabajando en el tema y qué seguridades 
pueden traernos a los vecinos de Lavalleja que, sin duda, están angustiados. Esto no es problema de 
un solo barrio. Antes podía ocurrir en el barrio La Filarmónica o en algún otro en particular, pero ahora 
se está dando en toda la ciudad de Minas. Sucede en el centro, en el barrio Las Delicias, en La 
Filarmónica, en la rambla, a cualquier hora, de cualquier manera y no importa si hay otros vecinos 
circulando por el lugar. 


Antes de que se suscite una tragedia, me gustaría saber cuál es la planificación que ustedes 
tienen. Lo planteo porque, hoy por hoy —lo digo con propiedad porque recorro el interior del país y los 
barrios de Minas—, si hay un caballo suelto en la zona suburbana comiendo pasto debido a la gran 
sequía existente o si hay vacas en las calles, ahí sí van a la casa del vecino y tienen orden de multar. 
Se realiza todo un operativo. 


Sin embargo, esta gente anda armada en la calle, disparando y la sensación que se tiene es 
que la Policía sí patrulla, sí está, pero anda como sobrevolando esa situación y con eso no se mete. 


Es muy angustiante lo que se está viviendo, señor ministro, y por eso me gustaría darle 
señales claras a la gente de mi departamento que está pasando por una situación difícil. 


SEÑOR BORDABERRY.- Gracias nuevamente por la información que nos han dado. Creo que en 
estos casos se viene aquí a dar información, no a debatir. 


Voy a tratar de ser preciso con alguna información que queda pendiente. Si no la tienen, nos 
la enviarán. 


El señor Efraín Trejo estaba en una lista que se tomó de la computadora de Raúl Reyes, que 
era un dirigente de las FARC que fue abatido en el año 2008. Cuando se obtuvo la computadora, el 
nombre de Efraín Trejo estaba en ella, figuraba como dirigente de las FARC. Ese hecho llevó a que a 
Trejo se lo incluyera en la Lista Clinton y a que, obviamente, figurara como uno de los requeridos de las 
FARC por parte del Departamento del Tesoro y por el gobierno de los Estados Unidos. 


Quisiera saber si en algún momento manejaron esa información, porque ese es un dato de la 
realidad. 


Por otro lado, tengo entendido que hay un informe elaborado por la Dirección Nacional de 
Inteligencia el año pasado, donde se informó que efectivamente integraba las FARC. Veo que ahora 
hay uno nuevo. Me gustaría saber si podrían suministrarnmos copia de todos los informes. Sería 
importante. 


En tercer lugar, hubo un informe realizado por el Instituto Nacional de Rehabilitación en el 
que se establecía que el señor Trejo, trabajando en las cárceles, incurrió en irregularidades en el 
manejo de horas docentes. Me gustaría que me informaran si existe ese informe y, de ser así, quisiera 
tener acceso a él y saber por qué no se atendió. 


Con respecto a la encuesta, nos gustaría tener acceso a ella. Entendemos que es muy 
bueno e ilustrativo que el sociólogo Leal venga, nos ilustre y nos informe. Estoy seguro de que todos 
los datos que él ha manejado son precisos, pero obviamente quisiéramos tener acceso a ella. Nos 
gustaría saber si el ministerio va a permitir ese acceso tal como lo tenemos a la de 2011. Si fuera 
posible, nos gustaría acceder a ella por muchos motivos, porque si bien es comparar manzanas con 
dulce de leche, a uno le llama la atención como antes eran tantas manzanas y hoy es tan poco dulce 
de leche. Haciendo números rápidos con la encuesta anterior, si hoy se dice que se denuncia el 27 % y 
en 2011 se denunciaba el 62 %, es mucho dulce de leche contra tan pocas manzanas. 


SEÑOR LEAL.- Son cosas distintas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sé que son cosas distintas, pero estoy justificando por qué se lo pido. 
Obviamente, me gustaría saber si es posible tener los números no solamente de Colombia, México, 
Canadá y Argentina, sino también de algún otro país. 


Con respecto a la encuesta, nos gustaría tener acceso a ella para trabajar mejor y, sobre 
todo, hablar con propiedad en base a información precisa y oficial y no solo a cosas que se nos 
informan. 


En cuanto a los conflictos entre delincuentes, que obviamente son delitos y son homicidios 
por más que se maten entre ellos, me parece que es algo que no deberíamos permitir en el Uruguay 
porque, además, si decimos que es entre delincuentes y con eso lo justificamos pero no lo 
esclarecemos, el que mata a un delincuente mañana puede matar a otro que no lo sea. De todos 
modos, el señor ministro adelantó algo al decir que se está haciendo un esfuerzo por combatir las 
bandas —evidentemente ese conflicto entre delincuentes es de bandas—, y estoy seguro de que el 
ministro está haciendo un gran esfuerzo, no tengo ninguna duda de ello pero, ¿podría aclararnos un 
poco más en qué consiste ese gran esfuerzo para combatir las bandas? Obviamente, todos los días 
nos despertamos, vemos noticias de ese tipo de homicidios, nos ponemos nerviosos y tenemos el 
deber de preguntar qué se está haciendo para terminar con ellas. 


Respecto al FBI, me gustaría saber si cuando se hace la comparación se tiene en cuenta que 
en realidad es federal y, entonces, ese porcentaje no aplica a todos los delitos. Cuando decimos que 
tenemos que comparar manzanas con dulce de leche, me parece que hay que comparar manzanas 
con dulce de leche. 


En lo que refiere a la tasa de esclarecimiento, es lógico que se sigan esclareciendo los delitos 
a medida que transcurre el año, pero si hacemos una comparación, vemos que sucedía lo mismo en 
enero, en febrero y en marzo cuando se siguió esclareciendo lo del año anterior. Es obvio que 
estadísticamente hay que cortar en algún momento porque si no, nunca podría analizarse y se seguirá 
analizando por años por venir. Me parece que ya está... ¡No se ofenda conmigo cuando anualizo o 
llego hasta el mes de marzo! Recuerdo que el año pasado nos presentaron los resultados del PADO 
cuando llevaba 45 días de aplicación, y ya estaban diciendo que había funcionado, pero no parece ser 
tan así. 


Respecto del ruso —tengo un amigo al que le dicen el ruso—, quiero saber si el ministerio sabe 
si ingresó o no al Uruguay. Eso es lo que tiene que chequear la Dirección Nacional de Migración. Si 
ingresó, ¿cuándo lo hizo? ¿Se investigó o no se investigó? En el caso de los mexicanos, en ningún 
momento quisimos minimizar la actuación de la Policía, pero lo que sí dijimos fue que era raro. Los que 
robaron ayer el Nuevocentro Shopping tenían un auto último modelo que después lo prendieron fuego 
y, en el caso de los delincuentes internacionales, alquilaron una camionetita de esas que son como una 
heladerita en las que entran cinco personas, le sacaron los asientos y se metieron catorce para robar el 
Conrad. Es más, estos delincuentes internacionales llegaron con sus propios documentos y se alojaron 
con sus nombres en los hoteles. No sé, pero si uno es delincuente trataría de borrarlo un poquito más. 
Es muy bueno que se haya resuelto, pero otra cosa importante es que la Intendencia de Maldonado 
haya colocado las cámaras que puso. Considero que eso es importante para el turismo en el Uruguay. 


Agradezco al señor ministro la respuesta sobre el nepotismo, pero según la información con 
que cuento, hay un hermano de Giaretto que está trabajando en la seguridad del señor presidente de la 
república y supongo que la seguridad del presidente de la república está a cargo del funcionario del 
Ministerio del Interior. Llama un poco la atención esto que parece ser una epidemia de familiares y 
exfamiliares que están ingresando a la administración pública. Me refiero al consuegro, al hijo de la 
exnovia, al hijo de la novia. El señor ministro entenderá que nosotros queremos información. 


Con respecto a Jorgito, el barrabrava, no podemos minimizarlo diciendo que es solamente 
una nota de prensa; es una fotografía en la prensa como aquella fotografía que hubo en el sonado 
caso de Pluna en la Ciudad Vieja. Son fotografías que sirven de prueba. Esta es una fotografía en la 
que está el señor ministro con todos los dueños de las máquinas tragamonedas ilícitas en el Uruguay, 
sentados en una cena de recaudación. Señor ministro: creo que al señalar esto desde la oposición 
estamos manejando el tema con bastante cuidado. 


Hay un barrabrava que se nos quiso achacar en la interpelación que era de los partidos 
tradicionales y resulta que le daba entradas a una diputada que es, nada más y nada menos, que su 
señora. Nos lo quisieron encajar como nuestro, que no lo era y ahora, encima, es el lobista de las 
máquinas tragamonedas ¡legales frente a su sector político. ¿Le parece que no tenemos que preguntar 
sobre estos temas? Creo que estaría incumpliendo mi tarea de legislador de la oposición si no 
preguntara por estas cosas. Hay una fotografía que es bastante más que una cuestión de prensa. 


No voy a entrar en el debate de los homicidios por ciudades porque, de vuelta, serían las 
manzanas contra el dulce de leche. La situación de Uruguay, con casi la mitad de la población en 
Montevideo, lleva a que necesariamente debamos comparar Montevideo contra ciudades. Digo esto, 
porque la concentración de la población lleva a que, por ejemplo, en el Uruguay la cantidad de 
homicidios sea de 9 cada cien mil habitantes y, en Montevideo, de 14,2 cada cien mil habitantes y 
punto rojo en ascenso, como decía un locutor. 


Entonces, no podemos negar que hoy tenemos un enorme problema con el aumento en el 
número de homicidios. Pienso que en algún momento los uruguayos nos vamos a tener que sentar a 
preguntarnos qué nos pasó en 2012. Cuando uno estudia las gráficas —eso es para los sociólogos y 
algunos otros—, observa que hasta 2012 el Uruguay se movía entre 190 y 210 o 220 homicidios. En 
2011 fueron 197 o 199 y en 2012 nos fuimos al eje de los 270 o 280. ¡Eso no tiene explicación! Yo he 
reunido a mi equipo, le he preguntado y pedido respuestas, pero no las tengo. No sé qué pasó en 2012 
que llevó a que Uruguay pasara a cifras que el año anterior habían bajado un poquito y el año pasado 
volvieron a subir. ¡Y este año amenazan con ser un verdadero desastre! 


Deberíamos identificar las causas de lo que está provocando esa situación y plantearnos si la 
Dirección Nacional de Investigaciones debió ser suprimida. Alguien me dijo: «Mirá que en 2012 se 
suprimió». Pero yo no creo que enseguida que se suprime algo aumenten los homicidios; sería como si 
los homicidas estuvieran esperando que se suprimiera la Dirección Nacional de Investigaciones para 
salir a cometer homicidios. 


Tampoco creo que la puesta en funcionamiento del Código del Proceso Penal en noviembre 
del año pasado explique el aumento de los delitos. Sería como si los delincuentes dijeran: «Vamos a 
esperar a que se ponga en funcionamiento para empezar a delinquir más». Creo que las cosas son 
más profundas y la intención es que nos ayude para ver si se pueden proponer ideas para mejorar la 
situación. 


SEÑOR MINISTRO.- Estas son cosas diferentes. 
Una de las preguntas está dirigida al señor Leal. 


SEÑOR LEAL.- Respecto a cuál es la opinión de la cátedra, en realidad todavía no tenemos registros 
de la opinión de la Universidad de la República sobre este instrumento, por lo menos yo no la conozco 
y estoy bastante actualizado. Sí es cierto que cuando el Banco Interamericano de Desarrollo definió el 
instrumento con su propia metodología realizó una gran cantidad de reuniones a lo largo de América 
Latina con distintos grupos de expertos y en Uruguay también. Además, cuando hace un esfuerzo 
regional con estas características desarrolla sistemas de consulta y mesas abiertas; en Uruguay 
también lo hizo y fue acordando un instrumento que es este que se aplicó. 


Respecto al área informática, el ingeniero Laca tiene más conocimiento que yo y va a 
responder su pregunta. 


Otro de los planteos del señor senador Bordaberry tiene que ver con el acceso a la 
información. Creo que una vez que quede pronto el informe va a ser público —como lo es el resto de los 
informes de las encuestas nacionales de victimización— y va a poder acceder a él. 


Es importante —repito- entender bien de qué estamos hablando. Aquí quiero hacerle un 
comentario al señor senador Bordaberry porque hizo un twitter hace un rato —capaz que no me estaba 
escuchando bien- y se equivocó; otra vez «las manzanas y el dulce de leche». 


Él tuiteó como primera conclusión de la visita del ministro Bonomi que el 73 % de los 
uruguayos que se encuentran en situación de victimización no denuncian; solo el 27 % lo hacen; y un 
segundo twitter dice que la victimización no es necesariamente sufrir un delito. Este último está bien, 
pero el anterior está mal. Yo dije que, cuando se mide la incidencia, en este indicador se toma el 
conjunto de situaciones que puede haber sufrido una persona. Por ejemplo: si le preguntamos a una 
persona qué le pasó en 2016, puede responder que le robaron el auto, que discutió con un vecino, 
etcétera y que tuvo tres incidentes. Cuando se habla de la denuncia o no denuncia, no se refiere a las 
personas, sino al conjunto de incidentes. Una persona puede decir que le robaron el auto y lo 
denunció, y que se peleó con un vecino y no lo denunció. ¿Se entiende? Estamos hablando de 280 
caracteres y traté de hacer el esfuerzo de explicarlo. Sé que es complejo hacer las dos cosas a la vez; 
estar comunicando públicamente el resultado de algo engorroso y tuiteando, es difícil. El concepto está 
mal: no son personas, sino incidentes. Es la formulación del conjunto de incidentes que se relevaron; 
no son personas porque alguien puede denunciar una cosa y otra no. Ese es el punto. Algunas cosas 
las desecha y otras no. Reitero: las incidencias no son personas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Para su tranquilidad, lo acabo de aclarar. Es un detalle técnico muy bueno. 
También me alegro de que me siga en twitter; la senadora Payssé es una gran fanática que me sigue 
siempre. Pero lo que está de moda hoy en día es el WhatsApp. 


SEÑOR LEAL.- Simplemente, quería hacer esa aclaración. 


Para comunicar ciertas cosas se debe ser muy preciso en lo que se trasmite. Por eso, en 
términos generales, hice referencia a la comparación entre la manzana y el dulce de leche. 
Justamente, el twitter las mezcla. Creo que cuando se publique, se podrá comparar y leer, y será más 
sencillo tener una opinión sobre estas cosas. 


SEÑOR LACA.- Respecto a los delitos informáticos, estamos constantemente trabajando en 
profundizar el entendimiento de los posibles delitos que suceden en relación al ciberespacio, que es 
algo muy dinámico. 


En el año 2017 se celebró un convenio con la Agesic en cuanto al apoyo de agencias 
internacionales especializadas en la materia con el objetivo de reorganizar los distintos departamentos 
o áreas de delitos informáticos dentro del Ministerio del Interior. Asimismo, se mantiene actualizado a 
un grupo especializado de funcionarios de la dirección de la Policía, incluyendo el equipamiento 
necesario, además de la capacitación. 


Actualmente, se está finalizando la consultoría para ver el estado de situación de la Policía 
nacional respecto a este tipo de delitos. Más allá del estado de situación de la organización, se está 
capacitando a los policías. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto a la pregunta de la senadora Aviaga —que creo es la que sigue—, es 
poco lo que tengo para decir, porque hay cosas que no hay que decirlas. 


SEÑORA AVIAGA..- Se puede suspender la toma de la versión taquigráfica. 
SEÑOR MINISTRO..- Reitero: hay cosas que no hay que decirlas. 


No alcanza con saber quiénes son. Se necesita probar ante el fiscal del caso para poder 
actuar. La Policía sabe una cantidad de cosas, sabe dónde están las bocas, pero si entra a una boca y 
encuentra solo a la gente, el juez pedirá que queden en libertad. Hay que entrar a la boca cuando se 
sabe que hay algo y eso requiere de un trabajo. 


En este caso sucede lo mismo. La Policía tiene los nombres que la señora senadora dio y 
muchos otros, pero no puede ir a detener a esas personas. El fiscal no permite hacerlo si no tiene un 
caso para formalizar ante el juez. En caso de hacerlo, el fiscal será el primero que pedirá que las dejen 
en libertad. Pero si el fiscal no dice eso y las lleva ante el juez, este solicitará saber qué hicieron. La 


Policía puede decir todo lo que sabe, pero si no tiene elementos para probarlo, las soltarán. Creo que 
se está haciendo algo que esperemos sea productivo. No puedo decir más al respecto. 


En cuanto al tema de Trejo, no conocemos lo que se dice respecto a la computadora de Raúl 
Reyes. Solicitamos dos informes: un pertenece al 2006 —por lo tanto, lo que dice el senador Bordaberry 
es posterior a esa fecha-—, y el otro es del 2012, y se nos responde lo que ya leí. Agrego que no tiene 
asuntos pendientes con las autoridades judiciales. Acá se aclara que eso quiere decir que aplica para 
todas aquellas personas que no registran antecedentes y para quienes la autoridad judicial competente 
haya decretado la extinción de la condena. Pero, por lo que sabemos, no hubo condena, o sea que se 
refiere a las personas que no registran antecedentes. Esa es la información que tenemos; si hay algo 
distinto, tendremos que verlo, pero ahora no lo sabemos. No tenemos un informe de la Dirección 
Nacional de Inteligencia en ese sentido y tampoco tenemos un informe del Instituto Nacional de 
Rehabilitación sobre irregularidad en horas docentes. Vamos a pedirlos pero creo que no los hay. 


Pensamos publicar la encuesta cuando esté pronta. 


En cuanto a los conflictos entre delincuentes, sabemos que es delito y que es homicidio. 
Muchas veces cuando decimos que es un conflicto entre delincuentes, lo hacemos para explicar la 
situación de los homicidios y no para quitarnos responsabilidad porque sabemos que el conflicto entre 
delincuentes que lleva a que un delincuente cometa varias muertes produce falta de respeto a la vida, 
pérdida de respeto hacia la vida, y la pérdida de respeto hacia la vida se aplica en todos los casos, no 
solo contra otros delincuentes. Eso nos preocupa y nunca dijimos que es un tema menor; no dijimos 
eso, pero lo ubicamos en su lugar. Nosotros no hacemos crecer los homicidios de 170 a 283. En 1993 
hubo 244 homicidios y en 1994 hubo 243 homicidios, y la diferencia entre estas cifras y las más altas 
que tuvimos no es de 170 a 283 sino que es mucho menor. Entones, en el Uruguay los homicidios han 
evolucionado al alza y a la baja, y se ha tratado de combatirlos; pero los homicidios de 1993 y 1994 no 
son los mismos que los de hoy. Hoy tienen una composición distinta, y si bien sabemos que el conflicto 
entre delincuentes es delito y es homicidio, tiene otro componente y otra dificultad. Esto no tiene nada 
que ver con la futura Dirección Nacional de Investigaciones —que va a estar fortalecida—, cuya creación 
va a ser incluida en la próxima rendición de cuentas. La finalidad es crear un potente sistema de 
investigación que nuclee todo lo que hoy está dentro del rubro de las investigaciones y que se vuelva a 
la Policía de hace muchísimos años, que tenía dos grandes rubros: policía de seguridad y policía de 
investigaciones. Así que en ese sentido creemos que no tiene nada que ver la evolución de los 
homicidios con la futura Dirección Nacional de Investigaciones. 


Con respecto al FBI, esta es una organización federal, pero cuando se dice que aclara 
determinado porcentaje de los homicidios, es de los que investiga, no de la totalidad de los homicidios 
cometidos en Estados Unidos. Algunos homicidios son investigados por la Policía del Estado y otros 
por el FBI, pero también hay homicidios estatales que son investigados por el FBI. De ese conjunto de 
homicidios que son investigados por el FBI —la organización más potente de Estados Unidos para la 
investigación de homicidios—, solo se aclara el 60 %. 


Hoy se puso en la misma línea al FBI y a la policía de Scotland Yard, y dijimos que en el 
mundo no es el FBI el organismo más potente, sino que es Scotland Yard; el FBI no se compara con 
Scotland Yard, y nosotros menos. O sea que nosotros podemos compararnos con el FBI, pero los 
homicidios que aclara son el 60 %, reitero, de los que investiga, no de la totalidad. 


Con respecto al ruso, lo que leímos en la prensa es que este se preguntaba por qué no se 
sacaba la droga desde Uruguay, que es más fácil. Precisamente, se quejaba de que se había intentado 
hacerlo desde Argentina. Nosotros no tenemos nada y para saber si alguien entró al país tenemos que 
saber quién fue, y si alguien lo sabe debería decirlo. Sin embargo, eso no lo dijeron los argentinos, no 
lo dijeron los rusos y tampoco Interpol. Por su parte, el embajador ruso preguntó qué sabíamos 
nosotros, porque él solo tenía noticias de prensa. 


En cuanto al hermano de Giarretto, no puedo opinar porque no tengo información. 


Con respecto a la foto, es decir, al tema del nepotismo, corresponde a un acto en el que se 
encontraban 200 personas. Fuimos a un acto en el que se pedía a un candidato a la presidencia del 
Frente Amplio que dijera qué pensaba hacer. Nos invitaron y fuimos, eso es todo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No era una cena de recaudación? 


SEÑOR MINISTRO.- No se trataba de una cena de recaudación, sino de un asado, que no fue 
organizado por el sector político y se hizo para conocer el plan de un candidato. 


Con relación a lo que pasó en el año 2012, ya hemos dado respuestas. Asimismo, habría que 
preguntarse qué pasó en el 2002, cuando se introdujo un producto que no había antes, que era la 
pasta base y que cambió la evolución de los delitos. Todos tenemos que hacernos preguntas sobre 
eso, pero nosotros también dimos respuestas. La pasta base no entró en el 2002, sino entre los años 
1997 y 1998, porque en Colombia estaban combatiendo a los narcotraficantes con mucha más fuerza y 
la cocina de coca que había en la selva fue destruida. Por eso se empezó a mandar la pasta base a 
Uruguay para que la procesaran. Cuando en Uruguay se produjo la crisis de 2002 y el dólar pasó de $ 
11 a $ 36, los narcotraficantes, que tenían que pagar en dólares, no podían sostener su negocio. Por lo 
tanto, crecieron los delitos para pagar deudas y en lugar de reprocesar la pasta base para convertirla 
en coca se comenzó a vender la pasta base fumable, con los resultados que ya conocemos. A partir de 
2008, cuando cayó un poco el consumo de pasta base y empezó el conflicto entre delincuentes, los 
números variaron. En 2009 los homicidios eran 226, en el 2010, 205 y en el 2011, 199. Sin embargo, 
tal como dijimos públicamente, había gran cantidad de tiros por debajo de la cintura, y eso era ajuste 
de cuentas. Entonces dijimos que habría que ver qué pasaba cuando se comenzara a tirar por arriba 
de la cintura, lo que sucedió cuando asesinaron al Bochita Risotto. De ahí en adelante comenzó una 
escalada de conflictos entre delincuentes que llevó al aumento de los homicidios. Eso no está atado a 
la Dirección de Investigaciones porque los delitos no están vinculados con la forma en que los investiga 
la Policía, sino con la voluntad de delinquir, que aumentó enormemente en Uruguay. Por eso encuentro 
que existe una contradicción cuando se habla de la ineficiencia policial para enfrentar a los 
delincuentes y al mismo tiempo nos critican el gran aumento del número de presos en el país. El 
enorme aumento de los presos en el Uruguay es producto de la eficiencia de la Policía porque los 
delincuentes delinguen mucho más. 


Sería bueno que por una sola vez pudiéramos considerar la seguridad como política de 
Estado, porque si la consideramos como un botín de acumulación política nunca vamos a resolver 
esto. Disculpen; esta es una opinión que los senadores ya conocen, pero quería dejarla asentada acá. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sí, pero para bailar el tango se necesitan dos. 
SEÑOR GARÍN.- Quisiera hace algunas rápidas reflexiones. 


Siempre nos llama la atención que se pide una reunión para analizar un par de temas y 
después se cuelan un montón más que, en algún momento, pueden hacer a la debilidad de los 
elementos que se manejan en la sesión porque hay que buscar los datos sobre la marcha y, al 
hacerlo, se puede caer en una inconsistencia por no tener la mejor información. 


Aquí se dijo que el 27 % de las circunstancias que atendía la encuesta se denuncian y el 73 
% no. Como estamos comparando —no sé si manzanas con manzanas o dulce de leche con dulce de 
leche—, si se dice que solo el 27 % se denuncia, esperaría los datos comparados, que se dieron: en 
Colombia el porcentaje es de 24 % y en Canadá del 31 %, si no apunté mal. Esta es una manera de 
mostrar comparaciones realizables. 


Saludo el hecho de que se esté trabajando en una encuesta. Si cambiamos las situaciones 
que se comparan, las comparaciones fallan. Por eso saludo que se esté utilizando un método que 
eventualmente pueda ser usado a nivel de Latinoamérica o de otros países con la misma base de 
información porque eso, en la construcción de políticas públicas de seguridad, nos va a permitir tener 
mejor información para analizar los aciertos y los errores. 


Quiero hacer dos comentarios más que para mí son importantes, sin perjuicio de que ya se 
dijo que la encuesta se va a publicar y que este es un espacio público, por lo que todo lo que está 
registrado, si fue bien registrado en la versión taquigráfica, va a estar disponible y se puede utilizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siempre registran. 


SEÑOR GARÍN.- Siempre registran bien y no tenemos ninguna duda. Además, la información es del 
dominio público luego de que se menciona en este ámbito. Después se podrá discutir la fuente, pero 
los números están sobre la mesa y quiero resaltar dos. El 62 % de la población de Uruguay dice que 
su barrio es seguro o muy seguro, es decir que esto lo dicen dos de cada tres personas. Me parece 


que eso hay que jerarquizarlo porque, de lo contrario, estamos hurgando en lo oscuro y no vemos la 
luz. 


El otro dato que quiero destacar sobre estos números que nos dieron es que el 61 % de la 
población confía en la Policía y que ese porcentaje está en aumento. Es más, entre 2016 y 2017 casi la 
mitad de la gente dijo que mejoró la Policía y yo quiero resaltar especialmente estos datos porque me 
gustaría dar una señal a quien hace el trabajo todos los días y está en la primera línea de combate 
contra la inseguridad. La ciudadanía los está reconociendo en términos absolutos y en términos 
relativos por su progreso y creo que esto no puede quedar opacado por si mantenemos tal o cual 
información, o si en otros lugares del mundo se resuelven mejor o no los homicidios. 


Sobre el final quiero resaltar esto porque entiendo que debemos dar una señal a quien está 
trabajando. 


Seguramente que en estos resultados el ministro y su equipo tienen una cuota de mérito, 
pero quiero resaltar especialmente al cuerpo que está en la primera fila atendiendo este tema. De 7500 
personas entrevistadas —si no apunté mal- el 60% tiene confianza en la policía y ante la pregunta 
sobre la mejoría de un año al otro, casi 50 % dijo que está mejorando. Entonces no podemos dejar que 
esto quede así como al pasar. Por eso pedí la palabra: para jerarquizarlo. 


Esperemos que mañana alguno de los medios de prensa haga referencia a estos números. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Para cerrar quiero decir lo siguiente. 


En su intervención final el señor ministro dijo que se trataba de política de Estado, y entiendo 
que eso es inadmisible. Como lo planteó, lo quiero contestar. 


Como recordará el señor ministro, durante el año 2016 todos los partidos políticos mantuvimos 
reuniones en la Torre Ejecutiva, durante más de seis meses, a convocatoria del señor presidente. 


Los partidos de la oposición llevamos sumados más de cincuenta proyectos de ley de 
diferentes áreas. Después de seis meses de trabajo lo único que logramos fue que el Poder Ejecutivo, 
el Frente Amplio, aceptara muy parcialmente uno o dos proyectos de ley. Salieron cuatro acuerdos y el 
Frente Amplio, en el Parlamento, no votó, no honró el compromiso que asumió en la Torre Ejecutiva. 
Incluso, todavía está pendiente en la Comisión de Constitución y Legislación quizás el proyecto de ley 
más importante, referido al aumento de penas para los homicidios, pasando primero de excarcelable a 
inexcarcelable el homicidio intencional, y el agravante cuando la víctima es policía, juez o fiscal. 


Entonces, señor ministro, si no hay una política de Estado, es culpa del Gobierno que no la ha 
querido, o del Frente Amplio que no ha honrado los acuerdos que firmó con el Gobierno en la Torre 
Ejecutiva. 


Eso es lo objetivo y lo menciono a partir de la afirmación del señor ministro. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señor presidente: a esta hora no pensaba intervenir porque la síntesis realizada 
por el señor senador Garín, me representa. Sin embargo, como formé parte de las conversaciones de 
la Torre Ejecutiva, no quiero dejar que la versión taquigráfica se termine con su apreciación, señor 
presidente, que tiene todo el derecho de realizar pero que no comparto. 


En primer lugar, quiero decir que tuvimos meses de trabajo a raíz de una iniciativa del Poder 
Ejecutivo y del presidente de la república para reunirnos. Algunos fueron y otros no quisieron ir. Allá 
ellos, los que no quisieron ir, y muy bien los que fueron y que, más allá de que algunas veces 
amenazaron con retirarse, permanecieron. 


En segundo término, fue una mesa en la cual dijimos que íbamos a buscar los puntos de 
encuentro, que se encontraron y trabajaron. Esto no sucedió solamente en las reuniones políticas que 
se hacían, sino también en las técnicas, donde hubo equipos de todos los partidos trabajando en los 
anteproyectos que después se transformaron en proyectos de ley que vinieron al Parlamento. Queda 
un proyecto que ya hoy, en la Comisión de Constitución y Legislación, fue punteado como uno en los 
que tenemos que trabajar. 


Quiero decirle, señor presidente, que tuvimos una ardua tarea en la Comisión de 
Constitución y Legislación con relación al CPP que también fue un compromiso surgido de la Torre 
Ejecutiva, en la medida en que nos pusimos de acuerdo, no solo en la implementación sino también en 
las fechas en que ello debía estar funcionando. 


Hubo acuerdos partidarios e interpartidarios sólidos, y me refiero a los posibles y no a los que 
cada uno quería llevar, para volverse de las reuniones con un trofeo, porque ese no era el espíritu, por 
lo menos para nosotros. Muchos de los proyectos de ley que ya son leyes fueron gestados en esos 
ámbitos de trabajo que generó el Poder Ejecutivo, al que invitó a participar a todos los partidos políticos 
con representación parlamentaria. Hubo intercambio de ideas, tuvimos asesoramientos y orientaciones 
sobre las que luego acordamos y dieron sus frutos. Los acuerdos son los posibles; no se trata de que 
todos aceptemos lo que dicen todos porque sería inviable, pero los puntos de confluencia se trabajaron 
junto con equipos técnicos y su partido, señor presidente, estuvo siempre presente. En el caso de la 
comisión técnica estuvieron representados por el diputado Abdala y el doctor Garcé. 


Por lo tanto, me cuesta creer que al final de esta reunión se asuma y se diga que el partido 
de gobierno no hizo honor a esos acuerdos porque, sinceramente, no solo me veo en obligación de 
decirlo sino que tengo la certeza de que eso no ha sido así. 


SEÑOR BORDABERRY.- Con todo respeto quiero preguntarle algo al señor ministro. Todos cumplimos 
ciclos en los cargos; después de cuatro, cinco, seis, siete u ocho años cumplimos ciclos. A veces los 
resultados acompañan y otras veces no. 


¿El señor ministro no se ha planteado en algún momento la necesidad de dar paso a otra 
persona que venga con otras ideas y plantee otra perspectiva para enfrentar esta situación tan 
compleja que estamos viviendo? ¿No le parece que ya se ha cumplido un ciclo y ha llegado el 
momento? Porque creo que ya lleva más de ocho años en el ministerio, ¿no le parece que ha llegado 
ese momento? 


SEÑOR MINISTRO.- Si lo hubiera considerado así ya no estaría en este lugar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Son las 21:17). 
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